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Introducción 

 

Esta monografía académica examina en profundidad la disciplina académica relacionada 

con el derecho administrativo, con un enfoque particular en los mecanismos de reparación 

alternativos empleados para ayudar a las víctimas de los incidentes terroristas en Colombia, 

específicamente en los municipios de Socha y Chita, situados en la provincia de Valderrama de 

Boyacá, durante el período comprendido entre 1996 y 2003. Esta área geográfica, históricamente 

reconocida como un bastión de tranquilidad, sirvió simultáneamente como telón de fondo para 

acontecimientos violentos relacionados con las operaciones de las facciones insurgentes, en 

particular el Frente 28 de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - FARC y el 

contingente “Domingo Laín Sáenz” del Ejército de Liberación Nacional - ELN, cuyos actos de 

terrorismo afectaron profundamente la vida, el bienestar y los derechos de propiedad de la 

población civil. 

Si bien el conflicto armado colombiano se contextualiza con frecuencia en la década de 

1960, su inicio se remonta a las disputas políticas y sociales que surgieron a mediados del siglo 

XX, que culminaron en un panorama multifacético caracterizado por la violencia persistente. 

Desde entonces, las ramificaciones de este conflicto han afectado predominantemente a las 

poblaciones rurales y marginadas, donde la respuesta institucional ha sido históricamente 

inadecuada. Estas ramificaciones abarcan el desplazamiento forzado, la desintegración de las 

estructuras comunitarias y la erosión de la confianza en las instituciones gubernamentales, por lo 

que es necesario desarrollar marcos legales y administrativos para que el Estado otorgue 

reparaciones, algunos de los cuales se han visto facilitados por las decisiones judiciales del Consejo 

de Estado. 



 

En este marco analítico, este estudio examina críticamente la implementación y la amplitud 

de los mecanismos de reparación alternativos, basándose en el reconocimiento de los innumerables 

desafíos que enfrentan las víctimas en su búsqueda de justicia y medidas compensatorias. Si bien 

el Estado ha establecido un marco legal destinado a reconocer e indemnizar de manera integral a 

las víctimas del conflicto, tal como lo delinean la Ley 1448 de 2011 y las sentencias del Consejo 

de Estado, siguen siendo evidentes discrepancias significativas entre las disposiciones legales y su 

aplicación práctica, además de demoras, rechazos atribuibles a la extemporaneidad e 

impedimentos burocráticos en regiones como Boyacá. 

La investigación se estructura a partir de cuatro objetivos específicos que se desarrollaron 

con el propósito de formular una propuesta orientada al fortalecimiento de mecanismos de 

reparación más eficaces, diferenciales y sostenibles, especialmente en zonas afectadas por el 

olvido institucional. 

En consecuencia, esta monografía no solo se limita a un análisis teórico-jurídico, sino que 

busca ir más allá mediante una propuesta estructurada que permita optimizar los mecanismos 

alternativos de reparación. A través del estudio de casos específicos, el análisis jurisprudencial y 

una aproximación territorial contextualizada, se pretende contribuir al fortalecimiento del sistema 

de reparación integral en Colombia, promoviendo así un enfoque más justo, eficiente y centrado 

en la dignidad de las víctimas como fundamento esencial del Estado Social de Derecho. 

  



 

Planteamiento del Problema 

 

En relación con el prolongado conflicto armado interno que ha asolado a Colombia durante 

décadas, cabe destacar que los municipios de Socha y Chita, que se encuentran dentro de la 

provincia de Valderrama, en el departamento de Boyacá, han sido históricamente los lugares 

desafortunados de numerosos actos terroristas que han tenido repercusiones devastadoras en la 

población civil, particularmente durante los años 1996 y 2003. A la luz de estas terribles 

circunstancias que han provocado importantes sufrimientos y pérdidas entre la población local, un 

número considerable de ciudadanos adoptaron la medida proactiva de solicitar un recurso judicial, 

iniciando así procedimientos legales destinados a exigir medidas reparadoras para hacer frente a 

los grandes daños que habían sufrido como resultado de estos acontecimientos violentos. En este 

intrincado contexto, el Consejo de Estado se ha convertido en una institución fundamental que ha 

asumido un papel central en la interpretación y la aplicación de los mecanismos de reparación 

alternativos, que están diseñados específicamente para restaurar la dignidad de las víctimas y, al 

mismo tiempo, tratar de aliviar los efectos profundos y duraderos que se les han infligido debido 

a estos actos de violencia. En consecuencia, las acciones y decisiones dictadas por este estimado 

órgano judicial representan un esfuerzo crucial no solo para reconocer las injusticias que enfrentan 

los afectados, sino también para facilitar un proceso más amplio de sanación y restauración en las 

comunidades que tanto han sufrido. 

Sin embargo, persiste la necesidad de analizar rigurosamente la manera en que se han 

implementado estos mecanismos en los casos particulares que ocurrieron en Socha y Chita, 

teniendo en cuenta sus ramificaciones, potencialidades y amplitud en relación con las expectativas 

de las personas afectadas, dado que, a pesar de la implementación de numerosas regulaciones en 



 

Colombia diseñadas para salvaguardar los derechos de las víctimas del conflicto, los incidentes 

ocurridos en dichos municipios subrayan importantes deficiencias en la aplicación práctica de 

estos marcos legales.  

La disparidad entre las disposiciones descritas en los instrumentos legales y las 

circunstancias reales del territorio sigue siendo un problema sustancial, además, las víctimas 

suelen encontrar obstáculos para acceder a la justicia, incluidos retrasos procesales y dificultades 

para comprender las verdaderas implicaciones de las determinaciones judiciales. 

En este contexto, es imperativo examinar el funcionamiento de los mecanismos alternativos 

de reparación, tal como lo demuestran las sentencias históricas, a fin de evaluar si estos 

mecanismos han cumplido con los estándares de justicia restaurativa, puntualidad y eficacia 

general. 

Asimismo, el análisis se justifica en la necesidad de visibilizar cómo el Consejo de Estado 

ha venido interpretando conceptos como el daño inmaterial, el reconocimiento simbólico y la 

reparación moral, especialmente en contextos rurales afectados por el conflicto, donde las secuelas 

sociales y comunitarias tienden a ser más profundas. Así, al tratarse de zonas históricamente 

invisibilizadas por el Estado, el estudio de las medidas aplicadas judicialmente en Socha y Chita 

permite identificar si dichas respuestas están alineadas con un enfoque diferencial, sensible al 

contexto y orientado a la reconstrucción del tejido social. 

En última instancia, es de suma importancia reconocer que, a la luz de la naturaleza 

continua de las situaciones posteriores a los conflictos y la transformación de las dinámicas 

violentas en la nación, evaluar la eficacia de los mecanismos de reparación alternativos desde el 

punto de vista territorial y jurisprudencial puede mejorar significativamente las políticas públicas 

destinadas a la atención y la restitución de las víctimas. Esto no solo facilita el avance del sistema 



 

judicial, sino que también refuerza la legitimidad de las instituciones en relación con las 

comunidades históricamente sometidas a la marginación. En consecuencia, esta investigación se 

esfuerza por producir una contribución sustancial para comprender el papel de la jurisprudencia 

en el establecimiento de un modelo de reparación integral que vaya más allá de la mera 

compensación económica. 

 

Pregunta problema 

 

¿Cómo han operado los mecanismos alternativos de reparación establecidos 

jurisprudencialmente por el Consejo de Estado para las víctimas de actos terroristas ocurridos en 

1996 y 2003 en los municipios de Socha y Chita, en la Provincia de Valderrama (Boyacá)? 

 

 

 

  



 

Objetivos 

Objetivo General 

 

Examinar la aplicabilidad de los mecanismos alternativos de reparación establecidos por la 

jurisprudencia del Consejo de Estado para las víctimas de actos terroristas ocurridos en 1996 y 

2003 en los municipios de Socha y Chita, en la Provincia de Valderrama (Boyacá), a partir del 

análisis del contexto histórico del conflicto armado, los pronunciamientos judiciales y las medidas 

de reparación implementadas. 

 

Objetivos específicos 

 

• Describir los antecedentes históricos del conflicto armado a causa de los hechos 

generados en los municipios de Socha y Chita, de la Provincia de Valderrama en el 

Departamento de Boyacá – Colombia en los años 1996 y 2003. 

• Interpretar los pronunciamientos judiciales emitidos por el Consejo de Estado frente 

a los actos terroristas en los municipios de Socha y Chita, de la Provincia de 

Valderrama en el Departamento de Boyacá – Colombia en los años 1996 y 2003. 

• Identificar los medios de reparación que ha venido creando la jurisprudencia para la 

reparación de los daños por actos terroristas. 

• Analizar los medios de reparación aplicados en los municipios de Socha y Chita, de 

la Provincia de Valderrama en el Departamento de Boyacá – Colombia por actos 

terroristas en los años 1996 y 2003. 

 



 

Justificación 

 

El prolongado conflicto armado interno en Colombia ha tenido efectos profundos y 

duraderos en el tejido social, particularmente en regiones históricamente marginadas, como la 

provincia de Valderrama, ubicada en el Departamento de Boyacá, en esta región específica, 

municipios como Socha y Chita han sido escenario de numerosos actos de terrorismo que, además 

de provocar muertes y lesiones, han precipitado el desplazamiento forzado, la pérdida de 

propiedades, el trauma psicológico y una importante desconfianza institucional.  

Sin embargo, a pesar de la gravedad de estos hechos, los mecanismos de reparación 

implementados en estos territorios se han caracterizado por su alcance limitado, su fragmentación 

o, en algunos casos, su ausencia total. Esta circunstancia da lugar a una investigación fundamental 

sobre la capacidad del Estado colombiano para garantizar un acceso equitativo y efectivo a la 

justicia restaurativa en las zonas rurales. 

Así las cosas, este estudio es significativo porque examina la implementación práctica de 

los mecanismos alternativos de reparación establecidos por la jurisprudencia del Consejo de 

Estado, que es parte integral del marco de justicia administrativa de la nación. Estos mecanismos, 

que se basan en conceptos como el riesgo excepcional, la interrupción del servicio y el daño 

especial, sirven como instrumentos legales esenciales para hacer valer la responsabilidad 

extracontractual del Estado y garantizar una indemnización adecuada a las víctimas (Ramírez, 

2020), el análisis de su aplicación en los municipios de Socha y Chita permite evaluar críticamente 

su eficacia y revela las deficiencias sistémicas que siguen existiendo en su ejecución. 

Además, este estudio tiene una jerarquía tanto académica como social, ya que se concentra 

en casos que la percepción pública y el discurso legal nacional pasan por alto en gran medida. La 



 

mayoría de las investigaciones relacionadas con las reparaciones se han centrado 

predominantemente en los entornos urbanos o en las víctimas que tienen una visibilidad 

considerable en los medios de comunicación, relegando así a la oscuridad a las comunidades 

agrarias afectadas por el conflicto (CNMH, 2021).  

De esta manera, el análisis de los acontecimientos que tuvieron lugar en Socha y Chita nos 

permite ampliar el marco analítico y fomentar el desarrollo de una memoria colectiva que sea más 

inclusiva y refleje con precisión las diversas facetas del conflicto. 

Desde una perspectiva jurisprudencial, este trabajo investigativo ofrece un examen crítico 

y proactivo del amplio marco de reparación en Colombia, situado en el contexto de la Ley 1448 

de 2011 y las deliberaciones del Consejo de Estado, y al analizar casos particulares y la 

jurisprudencia pertinente, el fin es dilucidar no solo las respuestas judiciales sino también los 

incumplimientos del Estado en el cumplimiento de su obligación constitucional de garantizar una 

reparación integral a las víctimas (Tribunal Constitucional, sentencia T-045/19), de esta manera, 

se hace evidente la necesidad imperiosa de mejorar las vías de acceso a las reparaciones e 

implementar medidas más equitativas y relevantes desde el punto de vista del contexto. 

Además, la importancia de esta indagación se subraya en el marco contemporáneo de los 

acuerdos de paz y justicia transicional, en el que la reparación constituye uno de los fundamentos 

esenciales. La Jurisdicción Especial para la Paz - JEP, la Comisión de la Verdad y la Unidad de 

Víctimas han reiterado la dedicación del gobierno a los principios de verdad, justicia, reparación 

y prevención de la recurrencia.  

A pesar de este compromiso, siguen existiendo desafíos considerables que obstaculizan la 

realización práctica de estos derechos, particularmente en las regiones que están geográficamente 

alejadas de los centros de la autoridad política y judicial (JEP, 2022). 



 

Esta monografía se confirma además como un recurso importante para las partes 

interesadas institucionales y comunitarias que buscan comprender las capacidades y limitaciones 

del marco de reparación vigente. Mediante la recopilación sistemática de las experiencias de Socha 

y Chita, este estudio ofrece ideas críticas destinadas a mejorar las políticas públicas y diseñar 

estrategias más eficaces para la atención y el apoyo a las víctimas, de conformidad con los 

principios del Estado Social de Derecho y la justicia restaurativa (González, 2021). 

En última instancia, la categoría de esta investigación reside en sus aspiraciones 

transformadoras, dado que, trasciende el elemental análisis descriptivo de la realidad y, en cambio, 

ofrece una perspectiva crítica dedicada al establecimiento de una nación más justa e inclusiva, 

basándose en los conocimientos derivados de los hallazgos, por lo cual, se prevé que este estudio 

catalice reformas regulatorias, institucionales y sociales que garanticen que no se pase por alto a 

ninguna persona afectada por el conflicto armado colombiano.  

Desde ello, el proceso de reparación para las víctimas de Socha y Chita constituye un 

importante acto de reconocimiento y conmemoración para todas las comunidades rurales que 

históricamente han permanecido marginadas. 

  



 

Metodología 

 

La presente investigación se enmarca en un enfoque cualitativo, de tipo descriptivo, 

analítico e interpretativo, ya que se propone analizar y comprender la efectividad de los 

mecanismos alternativos de reparación implementados en el contexto del conflicto armado, con 

énfasis en la Provincia de Valderrama, Boyacá, en los años 1996 y 2003.  

A través de este enfoque se busca valorar la responsabilidad estatal frente a los actos 

terroristas a nivel nacional, a partir del análisis de jurisprudencia, doctrina y el contexto 

sociopolítico de la región afectada. 

 

Tipo de estudio 

 

Se trata de un estudio monográfico cualitativo, de carácter jurídico-sociopolítico y 

casuístico, centrado en los actos de terrorismo cometidos por grupos armados ilegales como las 

FARC y el ELN.  

La monografía analiza en detalle los hechos ocurridos en los municipios de Socha y Chita 

de la provincia de Valderrama del departamento de Boyacá en los años 1996 y 2003, 

complementando este análisis con una revisión de dichos casos que han sido resueltos por el 

Consejo de Estado colombiano. 

 

Métodos 

 

Los métodos principales utilizados fueron: 



 

 Análisis documental y jurisprudencial, para sistematizar y examinar información legal, 

sentencias y doctrina relacionadas con los mecanismos de reparación. 

 Estudio de caso, centrado en la provincia de Valderrama, como ejemplo específico del 

impacto del conflicto armado y las respuestas estatales frente a actos terroristas. 

 

Fuentes 

 

Las fuentes utilizadas se clasifican en: 

 Primarias: Sentencias del Consejo de Estado y otros tribunales administrativos 

sobre responsabilidad del Estado. Normativa nacional vigente, especialmente la Ley 

1448 de 2011. Informes de la Unidad para las Víctimas, del Centro Nacional de 

Memoria Histórica y de organismos internacionales. Comunicados, boletines oficiales 

y documentos de política pública. 

 Secundarias: Artículos académicos, libros, ensayos, tesis y estudios previos sobre 

conflicto armado, reparación integral, derecho administrativo y responsabilidad 

estatal. Documentos históricos sobre Valderrama y el accionar de grupos insurgentes. 

 

Límites 

 

Este estudio presenta las siguientes delimitaciones: 

 Territoriales: centrado en los municipios de Socha y Chita de la Provincia de 

Valderrama, del departamento de Boyacá. 

 Temporales: los años 1996 y 2003, por ser periodos críticos de violencia en la región. 



 

 Temáticas: se enfoca en la efectividad de los mecanismos de reparación y su 

tratamiento jurisprudencial a nivel nacional. 

 

Técnicas 

 

Las técnicas aplicadas en el desarrollo de la investigación incluyen: 

 Revisión documental, de fuentes normativas, doctrinales y académicas. 

 Análisis jurisprudencial, mediante selección y estudio profundo de fallos relevantes 

del Consejo de Estado. 

 Sistematización cualitativa, para clasificar los mecanismos de reparación 

implementados y su pertinencia frente a los daños causados. 

 Análisis histórico y contextual, que permite enmarcar jurídicamente los hechos en el 

entorno social y político local. 

  



 

Antecedentes históricos del conflicto armado a causa de los hechos generados en los 

municipios de Socha y Chita, de la Provincia de Valderrama en el Departamento de Boyacá 

– Colombia en los años 1996 y 2003. 

 

Desde el principio, se puede afirmar que no existe una historia global coherente con 

respecto a los conflictos armados dentro de la nación por dos razones principales. En primer lugar, 

esta afirmación se debe al hecho de que Colombia alberga a aproximadamente 52 millones de 

habitantes, como lo indica la síntesis de los datos del Departamento de Estadísticas Nacionales y 

el Banco Mundial (Datosmacro, 2025). Este aspecto demográfico, tras un examen inicial, sugiere 

la posible existencia de aproximadamente 52 millones de interpretaciones de la narrativa histórica 

relacionada con el conflicto armado en la nación, debido a las diversas dinámicas de violencia a 

las que se enfrentan los colombianos. En consecuencia, es evidente que el país carece de una 

construcción singular y unificada de la memoria histórica sobre el conflicto armado. 

Considerando estos puntos, esta monografía enfoca un primer punto del trabajo de 

investigación en describir en adelante diversos antecedentes históricos del conflicto armado a 

causa de los hechos generados en la provincia de Valderrama, Departamento de Boyacá, como 

ejercicio de memoria necesario de forjar. 

Como origen, es relevante mencionar que la Constitución Política de Colombia de 1991 

reglamenta la responsabilidad del Estado en este tipo de casos en su articulado de la siguiente 

manera (Asamblea Nacional Constituyente de Colombia, 1991): 

“Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le 

sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el 

evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que 



 

haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, 

aquel deberá repetir contra este”. (p.43) 

Este punto del articulado Constitucional indica en un primer momento la responsabilidad 

patrimonial que conlleva el estado por los daños antijurídicos que le puedan ser imputados por 

acción u omisión de las autoridades públicas como aspecto esencial para determinar quién y hasta 

donde está obligado a reparar el daño ocasionado por parte del Estado, teniendo claro que aunque 

la causalidad no es un elemento suficiente para demostrar que el estado genero daño si es un 

componente que permite analizar los factores que dan lugar a verificar su actuar (León, 2019). 

Ahora bien, a pesar de la aparente claridad de la norma establecida en relación con el 

concepto de reparación, se plantea una evaluación crítica al considerar si una víctima puede 

obtener una reparación completa o un estado análogo al experimentado antes de los incidentes que 

se encuentren en cuestión, desde ello, es interesante ahondar en la idea que sugiere que esta 

analogía tiene por objeto aliviar las ramificaciones emocionales y psicológicas sufridas como 

consecuencia de los actos terroristas, a los que la víctima se vio obligada injustamente a soportar, 

postulando que el Estado, ya sea mediante su acción afirmativa o mediante su inacción, tiene la 

responsabilidad de aplicar medidas reparadoras. 

De lo anterior que el concepto de responsabilidad del Estado debe fundamentarse en los 

casos de disfunción del mismo en particular, dado que, han ocurrido hechos que no pueden 

considerarse actos de terrorismo, es decir, algunas personas, motivadas por la búsqueda de 

recompensas y beneficios económicos, se esfuerzan por aprovechar las circunstancias sin poseer 

el discernimiento necesario para identificar actividades terroristas genuinas, en este sentido, es 

necesario delinear las diversas modalidades a través de las cuales una persona puede participar en 



 

actividades terroristas, ya sea por medios directos o indirectos, lo que genera un deterioro en el 

aparato estatal y agrava el número de casos de las instituciones judiciales. 

Teniendo claro lo mencionado, en Colombia se han venido presentando una serie de hechos 

que permiten evidenciar, sin duda alguna, los vejámenes de una violencia enfrentada en pueblos 

alejados de las urbes, siendo esta una de las razones por las cuales no contaban en su momento con 

unidades de fuerza pública suficientes y mucho menos con presencia del Estado, siendo estos 

aspectos de importante relevancia que han moldeado en la población daños irreparables tanto en 

las victimas que hoy buscan sanar las heridas que la guerra les ha dejado como en las poblaciones 

que han sido punto de estallido de hechos violentos, resaltando que con los procesos judiciales 

emprendidos se ha dado lugar a la generación de obligación del Estado de reparar los daños 

antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción u omisión de las autoridades públicas, 

ya que, dichos procesos generados por el conflicto armado han llevado a que el estado sea 

declarado responsable a título de falla del servicio en los siguientes supuestos (León, 2019):  

i. En los casos en que el Estado no ha cumplido sus obligaciones en materia de seguridad 

y protección, lo que ha expuesto a la población civil a riesgos previsibles, como las 

situaciones caracterizadas por el incumplimiento total del deber por parte de las fuerzas 

de seguridad. 

ii. Circunstancias en las que el Estado tenía conocimiento previo, o debería haber tenido 

conocimiento, sobre la ejecución del acto terrorista, sin aplicar las medidas de 

seguridad y protección adecuadas, dados los poderes y recursos de que disponía, o 

cuando las medidas adoptadas fueron insuficientes para evitar el ataque terrorista. 



 

De modo que estos procesos llevan a una reparación del daño que deba ser cuantificable, 

la cual como lo menciona María Cristina Isaza Posse (2013), en su libro de la cuantificación del 

daño: 

“… busca dejar a la víctima en el mismo estado en que se encontraría si el daño no hubiese 

sido producido (…) sin embargo nos encontramos bajo la situación que en múltiples 

ocasiones en razón de la naturaleza del perjuicio sufrido no resulta posible volver las cosas 

a su estado anterior, resulta posible acudir a un mecanismos alternativo bajo el pago de 

una indemnización”. 

En este sentido, es importante recalcar que la reparación de las víctimas de la violencia en 

Colombia es un componente fundamental del proceso de justicia transicional y construcción de 

paz, dado que a lo largo de décadas de conflicto armado, millones de personas han sido afectadas 

por desplazamientos forzados, desapariciones, homicidios, violencia sexual y otras graves 

violaciones a los derechos humanos, por esta razón como respuesta a tan dura realidad, el Estado 

colombiano ha recabado en mecanismos de reparación integral que buscan restablecer los derechos 

vulnerados y garantizar la dignidad de las víctimas.   

Desde dichos puntos, Leyes como la 1448 de 2011 (Congreso de la República, 2011), 

conocida como la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, han tocado estos sensibles aspectos 

estableciendo medidas de reparación que incluyen indemnizaciones económicas, rehabilitación 

psicológica y social, restitución de tierras despojadas, garantías de no repetición y reconocimiento 

de la verdad, sin embargo, a pesar de estos avances normativos, la implementación de estas 

medidas enfrenta desafíos significativos, como la lentitud en los procesos administrativos, la falta 

de recursos suficientes y las condiciones de seguridad en los territorios afectados, lo cual permite 

resaltar que más allá de las reparaciones individuales, es clave por lo menos avanzar en estrategias 



 

de reparación colectiva que fortalezcan el tejido social de comunidades enteras que han sufrido los 

estragos del conflicto.  

Siendo este un sentido en el cual, la memoria histórica y el reconocimiento de la verdad 

desempeñan un papel esencial del proceso, pues permiten visibilizar las experiencias de las 

víctimas y generar transformaciones estructurales en la sociedad, dado que, la reparación, más que 

una compensación, debe ser un camino hacia la justicia, la reconciliación y la no repetición de la 

violencia.   

En la nación, el conflicto armado ha alterado precipitadamente la existencia de las personas 

afectadas por la violencia, y el departamento de Boyacá no ha estado aislado de esta situación, este 

es uno de los factores que hacen que la continua caracterización de esta región como “Boyacá un 

remanso de paz” sea indicativa de una profunda falta de comprensión con respecto a las 

experiencias vividas y las narrativas de quienes han sufrido sucesivas oleadas de violencia en sus 

municipios, además de la notable ausencia de una real intervención de la nación en materia de 

reparación y restauración.  

En este contexto, tal como se articula en la declaración 101 de la Justicia Especial para la 

Paz - JEP, y reflejando los sentimientos expresados por Maribel Hernández, víctima del conflicto 

armado en el departamento de Boyacá, se enfatiza (Jurisdicción Especial para la Paz, 2023):  

“Boyacá es considerado un ‘remanso de paz’ y se cree que aquí no sucedió el conflicto, 

hoy les quiero recordar que si hubo conflicto y que además es un departamento receptor 

de personas que sufrieron toda clase de violencias” 

Lo cual concuerda con lo considerado en la revista web Noche y Niebla del Centro de 

Investigación y Educación Popular - CINEP, que en un análisis del tema en su contenido plasma 

(Mesa, 2021): 



 

““Boyacá no es un remanso de paz” Así lo dejó claro el último número de que recopiló 

datos de violencias recientes e históricas ocurridas en este departamento de Colombia. 

Entre estos se destacan: 95 casos de lesiones a manifestantes y una ejecución extrajudicial 

sucedidas en el Paro Nacional (2021), el Paro Camionero (2016) y el Paro Agrario (2013); 

143 ejecuciones extrajudiciales cometidas por la Fuerza Pública y los paramilitares entre 

1982 y 2015; y 37 casos de desaparición forzada registrados a 2021” (p.1) 

En consecuencia, es imperativo dilucidar sucintamente que Boyacá ha sido el escenario de 

numerosos episodios de violencia a lo largo de la narrativa histórica de Colombia a pesar del 

impacto relativamente menor del conflicto armado cuando se aproxima con otras regiones como 

Antioquia, Caquetá o Chocó, no obstante, ha sufrido las ramificaciones de la violencia política, el 

conflicto armado interno y la infiltración de grupos extralegales. 

 

Un sucinto marco teórico del conflicto armado en Colombia 

 

La violencia en Colombia ha estado relacionada por el conflicto armado que ha 

evolucionado en los años sesenta, pero su génesis se encuentra en la década de 1940 con la 

conformación y evolución tanto de grupos como organizaciones con componentes políticos, civiles 

y militares llamados las FARC y el ELN que han generado el conflicto armado Colombiano. 

Desde entonces, a lo largo de los años, el Gobierno Nacional ha emprendido numerosos 

esfuerzos destinados a facilitar las negociaciones de paz con las facciones insurgentes, que 

culminaron con la desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia – AUC en 2006, el 

establecimiento de un acuerdo de paz con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - 

FARC en 2016, que sirve de piedra angular para el cese de las hostilidades y, en consecuencia, 



 

para abordar las amenazas que representan las organizaciones terroristas, se han aumentado los 

organismos encargados de hacer cumplir la ley para contrarrestar eficazmente a estas entidades 

que socavan la paz. 

Así mismo, Colombia ha venido desarrollando e implementando políticas y estrategia de 

seguridad nacional para abordar el terrorismo y la violencia como lo es el “Plan Colombia” 

adoptando leyes y regulaciones para prevenir el terrorismo, suscribiendo a su vez acuerdos de 

colaboración con países y organizaciones internacionales como estados unidos o la unión europea, 

esto para recibir apoyo en la lucha contra el terrorismo del país. 

La razón de lo anterior data desde las raíces del conflicto armado que han sido 

desencadenadas en el siglo XIX, de la pugna entre liberales y conservadores por las rivalidades 

generadas en busca del poder político que lideraba la época, razón que género que con el tiempo 

se robustecieran grupo independientes llamados Paramilitares, FARC, EPL y ELN, organizaciones 

que han venido participando en los proceso de paz que ha creado el gobierno nacional, como lo 

menciona la “Fundación Ideas para la Paz” entre 1946 y 1964, en Colombia se produjo un 

importante desarrollo político caracterizado por las interacciones entre las élites mediante la 

aplicación de un paradigma de estado nacional orientado hacia la modernización liberal o 

conservadora. Esta época, denominada «violencia», resultó en un recuento de bajas estimado entre 

80.000 y 400.000 personas (Fundación ideas para la paz, 2019). 

De esta forma, el conflicto armado colombiano ha venido desarrollándose entre la tensión 

de la guerra y la búsqueda de la paz, aspecto que logra que a lo largo del tiempo el gobierno en 

ánimo de llegar a la paz verdadera haya avivado diferentes momentos y revivido escenarios 

históricos de conflicto con el ánimo de lograr el objetivo del estado de paz duradera a través de los 

acuerdos. 



 

Siendo de esta manera que, el 9 de Junio de 1998, en el gobierno del presidente Andrés 

Pastrana Arango, se lograron acercamientos en El Caguán con el dirigente de las FARC Manuel 

Marulanda Vélez, buscando salida del conflicto armado colombiano, a través del establecimiento 

de dialogo y acuerdos, proceso que como lo menciona Indepaz (2013), se dio bajo las siguientes 

principales características: 

• Las negociaciones avanzaron incluso en un contexto de enfrentamiento militar, con la 

única excepción de la zona de limpieza designada.  

• Se elaboró un marco titulado “Agenda común para el cambio hacia una nueva 

Colombia”, que abarca una variedad de temas, incluidos el empleo, los derechos 

humanos, la política agraria, los recursos naturales, el paradigma del desarrollo 

económico y social, la justicia y la reforma del Estado, así como las relaciones 

internacionales, entre otros temas pertinentes.  

• Se convocaron “audiencias públicas” y se transmitieron por televisión, con la 

participación de más de 25.000 delegados, durante las cuales se presentaron propuestas 

de varios grupos y sectores sociales.  

• Representantes de organismos gubernamentales europeos y estadounidenses 

participaron como observadores y facilitadores durante este proceso. 

Como resultado, este proceso de paz fue muy lento por el nivel de debilidad de las partes 

en ánimo de negociación, debido a las grandes diferencias de posiciones y a la dificultad para pasar 

del diálogo a la negociación, fragilizando sus resultados por distintos acontecimientos como lo 

menciona El Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz – Indepaz (Indepaz, 2013): 

“Los hechos como el asesinato de tres estadounidenses; la renuncia del Ministro de 

Defensa y 14 oficiales descontentos con el proceso; la dificultad para la verificación 



 

internacional de la zona; el secuestro de un avión en San Vicente del Caguán; las 

acusaciones sobre el uso de la zona para dirigir ataques, esconder secuestrados o ampliar 

cultivos de coca; las denuncias sobre el fortalecimiento de los paramilitares; las 

diferencias sobre el intercambio de “prisioneros”, entre muchos otros hechos 

contribuyeron con la disolución de estas conversaciones. La ruptura definitiva de este 

proceso se produjo el 20 de febrero de 2002, cuando la columna móvil de las FARC Teófilo 

Forero desvió un avión de una aerolínea comercial y lo obligó a aterrizar en plena 

carretera nacional para secuestrar al senador Jorge Gechem, quien iba como pasajero”. 

Así, el fracaso del acuerdo de paz llevo a que tanto el estado como las FARC se 

fortalecieran en confrontar la guerra, lo cual en el 2002 con la llegada al poder de Álvaro Uribe 

Vélez se instituyo una teoría que indicaba que Colombia no sufría de conflicto armado sino de 

amenaza terrorista buscando desarticular las comunicaciones, la movilidad y las finanzas de las 

FARC lo que fue llamado el plan patriota o plan de guerra. 

Este plan llego a ser fundamental en el desarrollo de combatir el conflicto armado en la 

medida que creo batallones de montaña y coordinación con las fuerzas armadas en pro de dar 

golpes contundentes buscando la eliminación de cultivos ilícitos y tener ofensiva contra las FARC. 

De esta manera, hasta los tiempos del gobierno del presidente Juan Manuel Santos una vez 

más se intentó llegar a un acuerdo definitivo para poner fin al conflicto armado que ha venido 

sufriendo Colombia con el fin de ser punto de inicio entre alcanzar una paz duradera, que se verá 

reflejado en el posconflicto, es decir la etapa luego de que se finalizó el acuerdo de paz, siendo 

punto de referencia que materializará el cumplimiento de los acuerdos y las dificultades de este. 

Es imperativo reconocer en esta coyuntura que el cuerpo legislativo, tal como se articula 

en el artículo 15 de la Ley 418 (Congreso de Colombia, 1997), estipula que el Estado posee 



 

instrumentos legales para facilitar las iniciativas de paz en el contexto del conflicto armado que 

actualmente aflige a la nación; por lo tanto, es esencial delinear los precedentes históricos. 

Ahora bien, en este sentido Calderón (2016) menciona: 

“El conflicto armado colombiano se ha caracterizado por ser uno de los más largos del 

mundo que ha dejado miles de víctimas a su paso. La búsqueda de la paz ha sido en 

diferentes momentos y escenarios históricos el principal objetivo del Estado, a través de 

varios intentos de negociación con la guerrilla de las Fuerzas Armadas Revolucionarias 

de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP) que han terminado sin ningún éxito”. (p.2) 

Así mismo como lo menciono Hernando Pizarro Leon gómez en 1995, citado por Peco y 

Peral (2006):  

“Los grupos guerrilleros se consolidan en Colombia a partir de la década de los setenta 

del siglo XX, si bien su existencia es anterior a la implantación del Frente Nacional. En 

1949 habían surgido ya los primeros núcleos de autodefensa campesina y de guerrilla 

móvil, pero sólo dos décadas después se formaron los tres grupos guerrilleros que han 

sido determinantes en la historia de la lucha armada Se trata de las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia (FARC) de origen campesino y orientación comunista, que 

tienen su germen en las autodefensas” (p.15) 

Siendo estos puntos relevantemente históricos que dan partida para que la comisión de la 

verdad indique que (Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No 

Repetición, 2022): 

“El Decreto Ley 588 (Presidencia de la República de Colombia, 2017), que le dio vida a 

la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición, 

destacó la importancia de dilucidar los impactos que el conflicto armado ha tenido en las 



 

personas, sus derechos, el ejercicio de la política, el funcionamiento de la democracia, en 

excombatientes, sus familias y entornos, en los procesos de fortalecimiento del tejido social 

en las comunidades y en las experiencias de resistencia individual y colectiva” (p.10) 

Mostrando de así, como el papel del Estado ha transitado a superar el conflicto armado con 

aciertos y desaciertos que han venido siendo implementados por medio de estrategias para 

desarrollar jurisprudencialmente la configuración de Responsabilidad del Estado como lo 

menciona la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” (Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, 

2007): 

“Todas las naciones deben protección a sus habitantes nacionales y extranjeros, y si bien 

es cierto que un Estado, como persona jurídica, no es susceptible de responsabilidad penal, 

sí está obligado a las reparaciones civiles por los daños que resultan de un delito imputable 

a sus funcionarios públicos, cuando no es posible que estos los resarzan con sus bienes" 

(p.28)  

En este contexto, resulta fundamental indagar cómo las teorías y estudios existentes pueden 

fortalecer los procesos de construcción de paz, especialmente en territorios marcados por el 

conflicto armado. Uno de los aportes más significativos en esta línea es el de Johan Galtung (1998), 

quien propone el modelo del triángulo ABC como una herramienta clave para comprender las 

dinámicas del conflicto y avanzar hacia una paz duradera. Este triángulo plantea que todo conflicto 

posee tres dimensiones interrelacionadas: Actitudes (A), Comportamientos (B) y Contradicciones 

(C). Para que una intervención sea verdaderamente efectiva, debe abordar simultáneamente estos 

tres elementos: transformar las actitudes negativas entre las partes, modificar comportamientos 

violentos o destructivos y resolver las contradicciones subyacentes que originan el conflicto. Esta 

perspectiva permite entender la paz no solo como la ausencia de violencia, sino como la presencia 



 

de condiciones que garanticen justicia, reparación y reconciliación, como lo muestra la siguiente 

figura: 

Figura 1. Triangulo ABC 

Figura 1 

Triangulo ABC 

 

Nota: El grafico representa de qué manera para llegar a la paz duradera según un estudio 

desarrollado por Galtung (1998) se debe relacionar el triángulo ABC de la violencia. Tomado de 

Tras la violencia, 3R: reconstrucción, reconciliación, resolución. Afrontando los efectos visibles 

e invisibles de la guerra y la violencia (p.15), por Johan Galtung, 1998, Red Gernika. 

https://www.gernikagogoratuz.org/wp-content/uploads/2020/05/RG06completo.pdf  

 

“El triángulo ABC está al nivel humano de actitudes y suposiciones humanas, cognición y 

emociones, conducta humana violenta física o verbal, percepción humana de objetivos 

como incompatibles, chocando. El triángulo de la violencia es un reflejo social de eso. La 

violencia cultural es la suma total de todos los mitos, de gloria y trauma y demás, que 

sirven para justificar la violencia directa. La violencia estructural es la suma total de todos 

https://www.gernikagogoratuz.org/wp-content/uploads/2020/05/RG06completo.pdf


 

los choques incrustados en las estructuras sociales y mundiales, y cementados, 

solidificados, de tal forma que los resultados injustos, desiguales, son casi inmutables. La 

violencia directa antes descrita surge de esto, de algunos elementos, o del conjunto del 

síndrome” (p.16) 

En estas capas de violencia se puede vislumbrar lo visible y lo invisible mostrando que la 

violencia solo genera más violencia, y que estos hechos no solo afectan a quienes de manera directa 

intervienen en el conflicto armado sino a indirectos de manera invisible. Por esta razón Galtung 

(1998) indica que la violencia se puede superar convirtiendo círculos viciosos en círculos 

virtuosos, dado que, se entiende la violencia como un fenómeno estructural y cultural que se 

reproduce en un ciclo de opresión, desigualdad y conflicto, desde ello, su enfoque está basado en 

la transformación positiva de las condiciones que perpetúan la violencia, generando dinámicas que 

fomenten la paz y la justicia. así: 

 

Figura 2 

Círculos virtuosos 

 

Nota: El grafico representa los círculos virtuosos según un estudio desarrollado por Galtung 

(1998). Tomado de Tras la violencia, 3R: reconstrucción, reconciliación, resolución. Afrontando 



 

los efectos visibles e invisibles de la guerra y la violencia (p.17), por Johan Galtung, 1998, Red 

Gernika. https://www.gernikagogoratuz.org/wp-content/uploads/2020/05/RG06completo.pdf  

Figura 2. Círculos virtuosos 

“Si se hace una de estas tres cosas sin las otras dos, no se obtendrá ni siquiera la que se 

hace. Hegel planteaba la reconciliación entre Herr y Knecht sin resolución; Marx, la 

resolución sin ninguna reconciliación. La reconstrucción sin la eliminación de las causas 

de la violencia llevará a que ésta se reproduzca. Hay una enorme necesidad de teoría y 

práctica que combine las tres cosas” (p.17) … “Este modelo fundiría las tareas en una 

sola, basada en una hipótesis fundamental: cuando mejor se puede dar la reconciliación 

es cuando las partes cooperan en la resolución y reconstrucción. Y aquí puede ser también 

donde se encuentra el camino hacia la paz, si la paz se define como la capacidad de 

manejar los conflictos con empatía, no violencia y creatividad. La capacidad de hacer 

frente a los conflictos es una víctima importante de la guerra” (p.18) 

De esta forma Johan Galtung, considerado el padre de los estudios sobre la paz, propuso 

este modelo para ilustrar cómo la violencia se manifiesta y cómo se pueden abordar sus causas 

profundas en tres niveles (Galtung, 1998): 

 Transformación de actitudes 

 Cambio en los comportamientos  

 Reformas estructurales 

Así, la potencialidad de la teoría del Triángulo ABC de Galtung radica en su enfoque 

integral para comprender y transformar los conflictos, con aplicaciones en distintos ámbitos, ya 

que, el modelo permite identificar no solo la violencia directa, sino también sus raíces estructurales 

y culturales, aspecto que ayuda a entender que el conflicto no se resuelve únicamente deteniendo 

https://www.gernikagogoratuz.org/wp-content/uploads/2020/05/RG06completo.pdf


 

la violencia visible, por ejemplo, un cese al fuego, sino que se deben abordar las injusticias 

subyacentes y los discursos que la perpetúan permitiendo diseñar intervenciones estratégicas.  

En este contexto, Colombia no ha estado ajena a las iniciativas que incorporan parcialmente 

los marcos propuestos por Galtung en 1998. Prueba de ello es el establecimiento de la Jurisdicción 

Especial para la Paz – JEP, mediante el Acto Legislativo 01 de 2017, que sirve como un mecanismo 

de justicia transicional dentro de la nación. La JEP tiene como objetivo investigar, procesar y 

sancionar a las personas consideradas las principales responsables de los delitos atroces cometidos 

durante el prolongado conflicto armado, haciendo hincapié en los principios de verdad, reparación 

y no repetición. Esta iniciativa representa un avance fundamental en la promulgación del acuerdo 

de paz entre el Gobierno colombiano y las FARC-EP (Congreso de Colombia, 2017). 

Esta acción se toma como catalizadora de esfuerzos para mejorar perspectivas nacionales 

y en cierta manera avanzar en pro de la construcción de estrategias que vayan aunando esfuerzos 

en pro de una mejora nacional.  

Ahora bien, al continuar con el examen de la violencia en el departamento de Boyacá, es 

fundamental enfatizar que en la primera mitad de 2021, esta región en particular fue designada 

como el cuarto departamento de Colombia con la mayor incidencia de violaciones de derechos 

humanos: 106 casos de victimización, según lo informado por la revista Noche y Niebla del CINEP 

(Mesa, 2021). Esta situación precaria, agravada por un contexto histórico de violencia vinculado 

a las actividades paramilitares y las actividades mineras, pone en tela de juicio la caracterización 

de la región como un “remanso de paz”, dado que, ha sido un territorio gravemente afectado por 

el conflicto, lo que ha provocado víctimas que ahora buscan la paz con ahínco. 

Es así como los antecedentes del Departamento de Boyacá no solo se basan en los actos de 

violencia ocurridos, sino también en el análisis de la memoria histórica como un eje fundamental 



 

para el restablecimiento de los derechos de las víctimas y la mitigación de los impactos en la 

comunidad.  

Esta reconstrucción de la memoria busca no solo reconocer los hechos, sino también 

visibilizar y dignificar a quienes han sido relegados al olvido estatal, permitiendo así que sus 

vivencias sean un pilar para la construcción de una sociedad más justa y resiliente. Asi, a través 

del testimonio y la experiencia de las víctimas, se pueden fundamentar procesos de reconciliación 

y perdón que sirvan de base para las nuevas generaciones, promoviendo una cultura de paz que 

prevenga la repetición de estos actos y fomente la cohesión social. 

 

Noción del conflicto armado en Boyacá 

 

Colombia con los acuerdos de paz ha impulsado a la transición en aras de dejar atrás el 

conflicto armado y reconstruir el tejido social, siendo este un aspecto positivo dado que no es 

posible olvidar lo que ha vivido el país.  

En Boyacá existió un fuerte escenario de violencia y la provincia de Valderrama fue testigo 

de actos terroristas que marcaron la vida de los habitantes que sufrieron el dolor de guerra, siendo 

esta una región en la que al estado aplicar las herramientas de verdad, justicia y reparación debe 

buscar acciones contundentes para tratar de reparar y retornar algo de paz a las víctimas que han 

sido atacadas de manera directa e indirecta por el conflicto armado colombiano. 

Lo anterior, dado que Boyacá vive una realidad con cientos de testigos que están en medio 

del silencio al ser rechazadas sus peticiones de reparación por el Estado bajo asomos de 

extemporaneidad, excusa con que se niega el derecho de que sean reconocidas como víctimas 

independientemente del paso de los años. Esta situación ha llevado a que diversas organizaciones 



 

y comunidades impulsen procesos de construcción de memoria histórica, con el propósito de 

visibilizar los relatos de quienes han sufrido las consecuencias del conflicto. De esta manera, 

Boyacá se ha catalogado como un departamento con hechos victimizantes que dejan ver la cara de 

la violencia que azotó a este territorio, evidenciando la necesidad de mecanismos efectivos de 

justicia transicional y garantías de no repetición que permitan la reconciliación y la reconstrucción 

del tejido social bajo datos como los que muestra la siguiente figura: 

 

Figura 3 

Hechos victimizantes declarados el departamento de Boyacá con corte 31 de Agosto de 2024 

 

Nota. La grafica muestra los hechos victimizantes declarados el departamento de Boyacá con corte 

a 31 de Agosto de 2024, ubicando al desplazamiento forzado en el mayor hecho victimizante 

declarado con 37.254, en segundo lugar, el homicidio con 10.089, seguido de amenazas que 



 

ascienden las 4.603 declaraciones, desaparición forzada con 2.668, y la pérdida de bienes 

inmuebles que se ubica en el quinto hecho victimizante más declarado con 1.098.  Tomado de 

Unidad para las Víctimas (p.1), por Red Nacional de Información, 2024, RUV Registro Único de 

Víctimas. https://cifras.unidadvictimas.gov.co/Cifras/#!/hechos 

Figura 3. Hechos victimizantes declarados el departamento de Boyacá con corte 31 de Agosto d

 Lo anterior permite evidenciar, en buena escala, la realidad que enfrentaron y enfrentan los 

boyacenses con la guerra generada en su propio territorio, siendo relevante destacar que, esta 

información que no muestra el 100% de personas que padecieron la guerra, ya que, cientos de 

testimonios por temores prefieren seguir en el silencio, situación que imposibilita tener una 

memoria historia completa de los hechos que Boyacá padeció. 

Muchas víctimas optan por guardar silencio sobre lo sucedido, debido al abandono estatal 

y la falta de valoración y reconocimiento de sus testimonios como parte del conflicto armado. En 

este contexto, la transición del conflicto se ha desarrollado de manera experimental, ante la 

ausencia de una normativa clara que la regule. 

En este sentido, la provincia de Valderrama del Departamento de Boyacá tuvo una ola de 

violencia que con el tiempo se esconde en las historias de las víctimas que de cerca fueron testigos 

del conflicto armado, quienes padecieron el paso de la guerra y las dinámicas de esta, 

desarrollándose entre el dolor y el olvido estatal marcando así el territorio mal llamado “Remanso 

de paz”. 

Desde la pedagogía de la memoria no se visualizaron los hechos sucedidos ni el 

restablecimiento y escucha de las voces del conflicto, siendo así que como lo menciona Condiza 

(2019), citando a Garzón (2018):  

https://cifras.unidadvictimas.gov.co/Cifras/#!/hechos


 

“Históricamente el Departamento de Boyacá, no ha sido considerado importante por la 

academia y los diferentes gobiernos dentro de los impactos de las dinámicas del conflicto 

armado, lo que tiene como resultado que las causas y los efectos de lo ocurrido en el 

departamento durante el conflicto se invisibilicen” (p.3) 

 

Contexto Histórico Del Conflicto Armado En El Municipio De Socha, Boyacá 

 

Socha es históricamente un municipio víctima y receptor de población víctima de violencia. 

La llegada de población en condición de desplazamiento a esta municipalidad se ha generado de 

forma individual o por núcleo familiar, siendo esta una problemática que debe tener prontas 

respuestas en el ámbito territorial, dado que, maneja la particularidad de ser desplazamiento 

forzado, lo cual, implica una constante violación masiva y compleja de los derechos humanos de 

las personas que han sido obligadas a salir de su sitio habitual de residencia, como única alternativa 

para salvaguardar su vida e integridad. 

De esta manera, la historia del conflicto armado ha dejado una huella en Socha, Boyacá, 

debido a que a través de las olas de violencia se ha llevado a mucho padecimientos al municipio, 

de ahí la importancia de analizar los antecedente históricos que se han desarrollado en la población 

Sochana cobijada por el miedo y el dolor a causa de los actos terroristas enmarcados en la capital 

de la provincia de Valderrama. 

Para el año 1996 Socha “La villa nodriza de la libertad” sufrió la ola de violencia marcada 

en su territorio que aun con el paso de los años no se logra olvidar. Durante esta época, el municipio 

estuvo bajo el liderazgo del alcalde Pedro Elías Niño Estupiñán, que ocupó el cargo de 1995 a 

1997, quien fue victimizado de manera directa, ya que, al regresar a su residencia, sufrió un ataque 



 

con un proyectil de arma de fuego que lo impactó en el cuerpo, perpetrado por una facción armada 

que operaba fuera de la jurisdicción de las FARC, al regresar a su residencia, lo que finalmente lo 

llevó a ser asesinado el 26 de noviembre de 1996. 

Con muchos actos violentos de este tipo, el territorio boyacense y el municipio de Socha 

padecieron por años el silencio de las instituciones, acción que llevo a que en esta provincia, dentro 

de otras, fuera impulsado el crecimiento de los grupos insurgentes, siendo de esta manera como en 

el municipio de Socha el 1 de agosto del 2003, el frente 28 de las Farc intercepto en Parques 

Nacionales en un sitio conocido como “La Romanza” un carro Jeep Willis de placas OA 1631, el 

cual cargo con explosivos y se llevó para detonación a una esquina del parque principal de Socha, 

ubicándole junto al Palacio Municipal y a 200 metros del puesto de Policía, dejando victimas 

vencidas por el miedo y el terror. 

Figura 4. Carro Jeep Willis de placas OA1631 detonado por explosivos 

Figura 4 

Carro Jeep Willis de placas OA1631 detonado por explosivos  

 

Nota. La fotografía muestra los hechos victimizantes a los cuales se vio sometido el municipio de 

Socha (Boyacá) en 2003, por medio de la detonación de un Carro Jeep Willis de placas OA1631 

en inmediaciones del parque principal.  Tomada por Cesar Tulio Carvajal Vergara (Victima). 



 

Al momento de la detonación, el abogado César Tulio Carvajal Vergara atravesó las 

proximidades del vehículo explosivo en su automóvil y, posteriormente, fue propulsado hacia 

residencias adyacentes al lugar antes mencionado, lo que provocó numerosas lesiones y 

quemaduras de segundo grado en su persona. La misma onda expansiva también causó daños al 

agente José Herley Marín Marín, uno de los siete agentes del orden público destacados en la 

instalación policial en ese momento, junto con personas que se encontraban en las inmediaciones 

del lugar donde se colocó el coche bomba. 

Figura 5. Inmediaciones de destrucción por detonación del Carro Jeep Willis de placas OA1631 

Figura 5 

Inmediaciones de destrucción por detonación del Carro Jeep Willis de placas OA1631  

 

Nota. Las fotografías muestran los hechos victimizantes a los cuales se vio sometido el municipio 

de Socha (Boyacá) en 2003, por medio de la detonación de un Carro Jeep Willis de placas OA1631 

en inmediaciones del parque principal.  Tomadas por Cesar Tulio Carvajal Vergara (Victima). 

 

Esta explosión destruyo gran parte de la alcaldía municipal y causó fuertes daños 

estructurales a tres viviendas cercanas al edificio administrativo. Los daños estructurales por la 

explosión del carro bomba dependieron de varios factores, como la cantidad de explosivos, la 



 

distancia a las edificaciones, el tipo de materiales de construcción y la onda expansiva generada, 

como lo muestran las siguientes imágenes: 

 

Figura 6 

Viviendas aledañas a detonación del Carro Jeep Willis de placas OA1631 

Figura 6. Viviendas aledañas a detonación del Carro Jeep Willis de placas OA1631 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nota. Las fotografías muestran los hechos victimizantes a los cuales se vio sometido el municipio 

de Socha (Boyacá) en 2003, por medio de la detonación de un Carro Jeep Willis de placas OA1631 

en inmediaciones del parque principal.  Tomadas por Cesar Tulio Carvajal Vergara (Victima). 

 



 

Este hecho de violencia genero zozobra en la comunidad y daños irreparables, así mismo 

la administración municipal realizo el censo para determinar las ayudas a las víctimas y contribuir 

en la reparación de las viviendas afectadas, siendo de esta manera como la unidad para las víctimas 

Boyacá, logro condensar información y mostrar los siguientes registros: 

Figura 7. Victimas por hechos victimizantes declaradas en municipio de Socha - Boyacá con corte 31 de Diciembre de 2024 

Figura 7 

Victimas por hechos victimizantes declaradas en municipio de Socha - Boyacá con corte 31 de 

Diciembre de 2024 

 

Nota: La figura muestra los hechos victimizantes declarados en el Municipio de Socha 

departamento de Boyacá con corte a 31 de Diciembre de 2024, ubicando al desplazamiento forzado 

en el mayor hecho victimizante declarado con 309 hechos, en segundo lugar, la pérdida de bienes 

inmuebles con 162, seguido de amenazas que ascienden a 49 declaraciones, homicidio con 45, y 

que se ubica en el quinto hecho victimizante actos terroristas con 11. Tomado de Unidad para las 

Víctimas (p.1), por Red Nacional de Información, 2024, RUV Registro Único de Víctimas. 

https://cifras.unidadvictimas.gov.co/Cifras/#!/hechos 

https://cifras.unidadvictimas.gov.co/Cifras/#!/hechos


 

Contexto Histórico Del Conflicto Armado En El Municipio De Chita, Boyacá 

 

A raíz de la ola de violencia que agobiaba la provincia, dados los mencionados atentados a 

y la ausencia de fuerzas militares y de policía, a municipio de Chita retorna el Ejercito Nacional 

en el año 2003 radicándose para combatir y debilitar a los grupos terroristas, debido a las tomas 

guerrilleras que se impetraron a la estación de policía en el año 1988. 

Siendo por esto que el 10 de septiembre de 2003 a la 01:00 pm sucedió uno de los hechos 

más victimizantes para esta población como fue la explosión un “caballo bomba” cargado con 

explosivos que dejó como trágico resultado ocho muertos, entre ellos un niño, y 15 heridos. 

Figura 8. Explosión de caballo bomba Chita – Boyacá 10 de Septiembre de 2003 

Figura 8 

Explosión de caballo bomba Chita – Boyacá 10 de Septiembre de 2003 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

Nota. Las fotografías muestran los hechos victimizantes a los cuales se vio sometido el municipio 

de Chita (Boyacá) en 2003, por medio de la detonación de un caballo bomba.  Tomadas de un 

Reportaje de Noticias Caracol. 

 

En este contexto, la sombra del terrorismo toco al municipio de chita, logrando que el 10 

septiembre de 2024 se cumplieran 21 años de este atentado terrorista sufrido, hecho que le dio la 

vuelta al mundo por su crueldad, dado que, el caballo bomba llevo a que los habitantes del pueblo 

vivieran en carne propia el drama, la tristeza, consternación, desolación, dolor por la pérdida de 

los seres queridos, se hallaron situaciones en que algunos quedaron huérfanos o viudas, se 

encontraron también familias completas que lo perdieron todo y otras que quedaron desprotegidas, 

mostrando una población que en algunos casos aún no han sanado las heridas.  

Todo esto, a causa de una guerra sin sentido donde cayeron personas inocentes que nada 

tenían que ver en los hechos presentados y tan absurdos sucedidos, que con tristeza el pueblo 

recuerda todos los años. 

Así las cosas, de acuerdo con el análisis de la unidad para las víctimas Boyacá, el municipio 

de Chita, tiene registrados el número de víctimas por hechos victimizantes, como se muestra a 

continuación:  

Figura 9. Victimas por hechos victimizantes declaradas en municipio de Chita - Boyacá con corte 

31 de Diciembre de 2024 



 

Figura 9 

Victimas por hechos victimizantes declaradas en municipio de Chita - Boyacá con corte 31 de 

Diciembre de 2024 

 

Nota: La tabla muestra los hechos victimizantes declarados el municipio de Chita Boyacá con 

corte a 31 de Agosto de 2024, ubicando al desplazamiento forzado en el mayor hecho victimizante 

declarado con 1508, en segundo lugar, el homicidio con 356, seguido de amenazas que ascienden 

las 215 declaraciones, la pérdida de bienes inmuebles con 115, y que se ubica en el quinto hecho 

victimizante actos terroristas con 37.  Tomado de Unidad para las Víctimas (p.1), por Red 

Nacional de Información, 2024, RUV Registro Único de Víctimas. 

https://cifras.unidadvictimas.gov.co/Cifras/#!/hechos 

 

Este municipio, uno de los más alejados de la capital de Boyacá, alberga numerosas 

historias que nunca fueron contadas, lo que ha invisibilizado a muchas víctimas cuyo sufrimiento 

persiste solo en la memoria de sus familias. Estas, además de llorar a sus seres queridos, enfrentan 

la ausencia de intervención estatal, lo que debilita el proceso de reparación y profundiza el dolor 

del duelo como fenómeno irrevocable. 

https://cifras.unidadvictimas.gov.co/Cifras/#!/hechos


 

Figura 10. Victimas Chi ta –  Boyacá  

Figura 10 

Victimas Chita – Boyacá  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nota. Las fotografías muestran víctimas de los hechos de violencia a los cuales se vio sometido el 

municipio de Chita (Boyacá) en 2003. Tomadas de un Reportaje de Noticias Caracol. 

 

Este hecho genero tanto impacto en toda la comunidad a nivel nacional e internacional que 

forjo la activación del estado, llegando la máxima autoridad a este municipio como lo menciona 

Viracachá (2024):  

“Del día anterior al sepelio de las víctimas un suceso muy importante ocurría en este 

territorio, la visita del Presidente de la República para la época Álvaro Uribe Vélez se 

constituía en la primera realizada a este municipio y en la que su población buscaba el 

apaciguamiento a la violencia que se había entrañado en sus tierras” (p.44) 

 Acción que sin duda alguna muestra la urgente y fehaciente necesidad de un estado 

presente, que se acerque en realidad al pueblo y genere proximidades con vista de futuras acciones 

que puedan resarcir y reparar de maneras más contundentes. 



 

Interpretación de los pronunciamientos judiciales emitidos por el Consejo de Estado 

frente a los actos terroristas en los municipios de Socha y Chita, de la Provincia de 

Valderrama en el Departamento de Boyacá – Colombia en los años 1996 y 2003. 

 

La actuación del estado en los procesos jurisdiccionales es el mecanismo idóneo para la 

solución de conflictos como una herramienta eficaz de proteger los derechos de los habitantes en 

materia de reparación. Desde dichos puntos, la crisis de la justicia por la ineficacia de sus lapsos 

ha llevado a que el legislador establezca los tiempos y procesos que se deben seguir para que el 

estado tome una decisión, ya que, al ser la jurisdicción una potestad implorada esta debe ser 

solicitada, demostrada en el soporte factico y normativo que de garantía del derecho se pretende 

hacer valer. 

De esta manera en muchas ocasiones el estado ni siquiera ha informado a la población de 

aquellas circunstancias que se pueden demandar frente a estos actos de violencia que los aquejan, 

siendo esta la razón por la cual los habitantes luego de ser víctimas del conflicto no logran ninguna 

reparación porque al momento para impetrar las actuaciones judiciales opera el fenómeno de la 

caducidad. 

 

Pronunciamientos judiciales relacionados con la responsabilidad del Estado frente a los 

hechos generados en el municipio de Socha 

 

Frente a los hechos ocurridos en el municipio de Socha, las víctimas presentaron la acción 

de reparación directa el 24 de noviembre de 1998, dos días antes de que operara la caducidad, 

actuando dentro del plazo legal para reclamar sus derechos. 



 

La demanda fue radicada bajo el número 15001-23-31-000-1998-01341-01(30374) ante el 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, con 

ponencia del consejero Ramiro de Jesús Pazos Guerrero. La acción fue interpuesta contra el fallo 

emitido por el Tribunal Administrativo de Boyacá, por parte de los señores Oliva Estupiñán viuda 

de Niño, Lina María Niño Narváez, Baudillo de Jesús, César Tiberio, Olivo Antonio, Basilio 

Humberto, Silvio de Jesús, Mery Luz, Pablo Emilio, Luis Enrique, Oliva Isabel, Aura Lucía, 

Salvador y Carmen Odilia Niño Estupiñán. 

El propósito era solicitar la reparación e indemnización directa por los hechos violentos del 

26 de noviembre de 1996, en los que fue asesinado el alcalde Pedro Elías Niño, y establecer si 

existía responsabilidad atribuible a la entidad demandada o, en su defecto, si se configuraban 

eximentes de responsabilidad por la acción exclusiva de un tercero. 

En síntesis del caso es imperativo reconocer que el Sr. Pedro Elías Niño Estupiñán fue 

elegido democráticamente como alcalde del municipio de Socha y, antes de su fallecimiento, 

comunicó a varias personas que había sido objeto de amenazas contra su vida, circunstancias que 

posteriormente se denunciaron a las autoridades militares.  

Con respecto a estos hechos, debe documentarse que el 26 de noviembre de 1996, durante 

las horas nocturnas, el alcalde Pedro Elías Niño Estupiñán se trasladó del Palacio Municipal a su 

domicilio, donde fue agredido por agentes del Frente 28 de las FARC, quienes lo hirieron con 

proyectiles de arma de fuego, acto que, debido a la gravedad de las heridas sufridas, requirió su 

traslado al Hospital de Socha y más tarde a la clínica El Laguito de Sogamoso, donde finalmente 

sucumbió a causa de sus heridas. Este ataque se precipitó debido a su posición como alcalde en el 

momento del trágico incidente. 



 

De ello, el Consejo de estado menciona en la Acción de Reparación Directa por el caso de 

homicidio de funcionario público en calidad de alcalde del municipio de Socha, Boyacá que 

(Consejo de Estado, 2015): 

“El oficio 4888-DIVO 2- BRI- B3375 del 8 de julio de 1997, suscrito por el Coronel 

Guillermo García Sierra (Comandante encargado de la Primera Brigada del Ejército 

Nacional), el municipio de Socha era considerado como “zona roja” donde operaba la 

cuadrilla 28 de las FARC y el frente “Domingo Laín Sáenz” del ELN. En dicho documento 

se señaló que el atentado hecho al alcalde Pedro Elías fue perpetrado por la cuadrilla 28 

de las FARC” (p.5) 

Es de mencionar que el consejo de estado continúa en otra página indicando que (Consejo 

de Estado, 2015): 

“El 7 de octubre de 2004, el Tribunal Administrativo de Boyacá dictó sentencia de primer 

grado en la que resolvió negar las pretensiones de la demanda y declarar probada la 

ausencia de nexo causal entre el daño sufrido por la parte demandante y la omisión del 

deber de vigilancia y seguridad a cargo del Estado. Las razones en las que se fundó la 

decisión obedecieron a lo siguiente: i) no obra en el expediente prueba de amenazas en 

contra del señor Pedro Elías Niño Estupiñán ni atentados anteriores o algún peligro 

inminente contra su vida por parte de la subversión, que hubiese ameritado protección 

especial de las autoridades; ii) no hay lugar a imputar el daño al Estado, ya que el alcalde 

no pidió protección especial a las autoridades ni hay pruebas o indicios conocidos por 

aquellas que permitieran asegurar que el mandatario local se encontraba amenazado o 

expuesto a sufrir graves riesgos contra su vida, en razón de sus funciones”(p.7) 

En la presente sentencia así mismo se analizó que (Consejo de Estado, 2015): 



 

“En primer lugar, sobre i) las obligaciones jurídicas del Estado colombiano en materia de 

protección del derecho fundamental a la seguridad personal y a la vida; ii) el precedente 

constitucional en materia de riesgo para la seguridad personal y iii) el marco legal para 

solicitar las medidas de protección del Estado; en segundo lugar, revisará la 

jurisprudencia de la Corporación respecto a la responsabilidad del Estado por actos 

violentos terceros que han atentado contra la vida de mandatarios locales y miembros de 

Corporaciones Administrativas de elección popular; y en tercer lugar, si el daño 

antijurídico es, en el caso concreto, imputable por acción u omisión a la entidad 

demandada y, por lo tanto, si esta se encuentra en el deber jurídico de repararlo, o si por 

el contrario, es producto del hecho determinante y exclusivo de un tercero” (p.29) (…) “la 

Sala encuentra configurado el daño antijurídico padecido por los demandantes con la 

muerte de su familiar señor Pedro Elías Niño Estupiñán, acaecida el 26 de noviembre de 

1996” (p.30) 

En consecuencia, el Consejo de Estado determinó la responsabilidad del Estado por la 

muerte de Pedro Elías Niño, tras realizar un análisis riguroso de precedentes jurisprudenciales 

sobre responsabilidad extracontractual, considerando la similitud objetiva entre los hechos del caso 

y los criterios normativos previamente establecidos. 

A pesar de que no existía una solicitud expresa dirigida a las autoridades militares o 

policiales para implementar medidas específicas de protección al alcalde, ni constaba evidencia de 

que él mismo hubiera solicitado dicha protección, se comprobó que las autoridades eran 

conscientes del contexto de violencia que amenazaba su vida. En virtud del deber estatal de 

garantizar la seguridad de sus ciudadanos, se concluyó que existió una omisión en la adopción de 



 

medidas efectivas de protección, lo que desvirtuó el fallo previo del Tribunal Administrativo de 

Boyacá y configuró una falla en el servicio. 

Así, el Consejo de Estado declaró responsable a la Nación, a través del Ministerio de 

Defensa Nacional y la Policía Nacional, por los perjuicios causados a los demandantes como 

consecuencia del homicidio del exalcalde, ordenando el pago de una indemnización por los daños 

sufridos. 

En su decisión, la alta corporación destacó que, aunque no se había informado formalmente 

sobre amenazas concretas contra el servidor público, el Estado, en cumplimiento de su deber de 

protección, debía haber previsto mecanismos de resguardo ante la evidente situación de riesgo 

generada por la ola de violencia en la región. 

A partir del análisis del fallo del Consejo de Estado, se puede evidenciar una evolución 

significativa en la doctrina jurisprudencial sobre la responsabilidad extracontractual del Estado por 

omisión, especialmente en contextos de violencia sistemática y conflicto armado. Inicialmente, el 

Tribunal Administrativo de Boyacá negó las pretensiones de la demanda al no encontrar pruebas 

directas de amenazas o solicitudes de protección por parte del alcalde. Sin embargo, el Consejo de 

Estado, en sede de apelación, superó esta visión formalista y reconoció que el Estado tenía 

conocimiento del contexto estructural de riesgo en el que ejercía funciones el alcalde Pedro Elías 

Niño, lo que exigía la adopción de medidas preventivas aun sin petición expresa. 

Este fallo marca un precedente relevante, pues se alinea con estándares internacionales de 

protección, especialmente con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

que ha sostenido que los Estados tienen la obligación de prevenir violaciones cuando conocen o 

razonablemente deberían conocer de una situación de riesgo para personas determinadas. Así, la 

Corte ha establecido que el deber de protección no se agota con la respuesta reactiva ante una 



 

amenaza concreta, sino que impone una carga proactiva de vigilancia, prevención y garantía de los 

derechos fundamentales, especialmente en zonas identificadas como de alta presencia armada 

ilegal. 

Asimismo, la decisión del Consejo de Estado se inscribe en una tendencia jurisprudencial 

que amplía la interpretación de la falla en el servicio por omisión, reconociendo que el deber del 

Estado no solo consiste en reaccionar frente a solicitudes individuales, sino en actuar conforme a 

los principios de diligencia debida, razonabilidad y previsibilidad. Esto implica que, cuando se 

trata de servidores públicos en territorios estigmatizados como “zonas rojas”, la omisión de 

acciones mínimas de protección puede configurar una responsabilidad objetiva, si se comprueba 

que dicha inacción contribuyó al resultado dañoso. 

En definitiva, el fallo constituye un avance en la consolidación de una doctrina que 

reconoce la responsabilidad internacional del Estado por actos cometidos por terceros no estatales, 

cuando media una inactividad injustificada ante un contexto de riesgo conocido. Esta 

sistematización crítica permite comprender cómo la jurisprudencia ha transitado desde una lógica 

de imputabilidad individualizada a una concepción más estructural de la responsabilidad, lo cual 

fortalece los derechos de las víctimas, especialmente en contextos de conflicto armado y violencia 

política. 

Ahora bien, en el contexto del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No 

Repetición - SIVJRNR, y particularmente en relación con la Jurisdicción Especial para la Paz - 

JEP, el fallo del Consejo de Estado adquiere un valor adicional como insumo para el 

esclarecimiento de patrones de victimización estatal y no estatal. La identificación de omisiones 

estatales frente a riesgos previsibles —como lo fue el caso del alcalde Pedro Elías Niño en una 



 

zona catalogada como de alta amenaza— no solo tiene implicaciones reparadoras a nivel 

individual, sino también relevancia para la construcción de verdad histórica colectiva. 

La JEP, como órgano judicial del sistema transicional colombiano, ha establecido que su 

labor debe estar orientada a la reconstrucción de contextos y patrones de macrocriminalidad, en 

los cuales las responsabilidades no recaen únicamente sobre los perpetradores directos, sino 

también sobre quienes, por acción u omisión, contribuyeron a la comisión de los crímenes. En ese 

sentido, decisiones como la del Consejo de Estado permiten evidenciar fallas estructurales en la 

capacidad del Estado para cumplir su obligación de garantía, sobre todo frente a funcionarios 

públicos que desempeñaban sus labores en medio de escenarios de violencia armada. 

Además, estas decisiones judiciales civiles, aunque no hacen parte del sistema penal 

ordinario ni del penal especial de la JEP, pueden ser tenidas en cuenta por la Sala de 

Reconocimiento de Verdad como antecedentes probatorios o contextuales, especialmente si 

demuestran cómo se reprodujeron ciertos patrones de violencia política, persecución a mandatarios 

locales o abandono institucional en territorios históricamente excluidos. 

Por tanto, el análisis crítico y la sistematización de estos fallos permiten no solo establecer 

estándares más exigentes de protección en escenarios futuros, sino también aportar a la garantía 

de no repetición, una de las metas centrales del SIVJRNR. La verdad judicial contenida en estas 

decisiones se convierte en parte del tejido de memoria, reconocimiento y reparación, que debe 

nutrir el mandato más amplio de construcción de paz con enfoque territorial, diferencial y 

transformador. 

Ahora bien, respecto de los hechos del carro bomba en el municipio de Socha en el año 

2003, mediante radicado 156933107001200500024 - sumario 56786, el  JUZGADO PENAL DEL 

CIRCUITO ESPECIALIZADO de Santa Rosa de Viterbo, adelantaba el proceso penal por el delito 



 

de actos terroristas lesiones personales en persona protegida y daño en bien ajeno con fines 

terroristas, en el cual se profirió sentencia absolutoria el 10 de julio de 2007 a favor de  

ALEXANDER DURAN, RIGOBERTO SANCHEZ Y JOSE HELIODORO MANRIQUE 

CUEVAS por los cargos formulados atendiendo que no se logró probar la responsabilidad de los 

procesados al no haberse desvirtuado el principio de inocencia. 

Posteriormente, tras las investigaciones realizadas por las autoridades judiciales, se inició 

un proceso penal con el número 30775 contra Sanín Bello Cárdenas y otras personas por el 

presunto homicidio del Sr. Pedro Elías Niño Estupiñán, teniendo en cuenta que el Sr. Sanín Bello 

sirvió como ayudante del frente 45 de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - FARC, 

designado como Atanasio Girardot, que operaba en la región norte del Departamento de Boyacá y 

partes del Departamento de Arauca. 

En este sentido, es de mencionar que la sentencia indica que (Consejo de Estado, 2015): 

“Durante los años 1995 -1997, el señor Bello Cárdenas tuvo varios contratos para realizar 

obras civiles en los municipios de Socotá, Jericó y Paz del Rio cuyos alcaldes habían 

recibido amenazas para que los contratos le fueran adjudicados directamente, es así que 

luego de haber pruebas contundentes el señor Sanín Bello Cárdenas, le precluyeron la 

investigación penal el 31 de enero de 2000, decisión confirmada el 2 de marzo de 2000 

por la Fiscalía Delegada ante el Tribunal Nacional, por la presunta participación en el 

homicidio del señor Niño Estupiñán” (p.46) 

Por su parte el señor CESAR TULIO CARVAJAL victima directo del carro bomba en el 

municipio de Socha, acude al medio de control de reparación directa en el tiempo oportuno, 

“trámite que se archivó atendiendo la renuncia del abogado quien por cuestiones laborales entro 

a trabajar a la procuraduría” según menciona CESAR TULIO CARVAJAL, siendo así que luego 



 

de que se solicitó nuevamente reabrir el proceso por la extemporaneidad del caso no se logró dado 

que en su momento operaba el nefasto fenómeno de la caducidad. 

Este segundo caso pone en evidencia múltiples dimensiones del sistema judicial y 

administrativo en Colombia, especialmente en relación con la responsabilidad del Estado frente a 

actos de violencia sistemática ocurridos en zonas históricamente afectadas por el conflicto armado 

interno. 

En primer lugar, la decisión del Juzgado Penal del Circuito Especializado de Santa Rosa 

de Viterbo, mediante sentencia del 10 de julio de 2007, declara la absolución de los procesados 

Alexander Durán, Rigoberto Sánchez y José Heliodoro Manrique Cuevas, por la imposibilidad 

probatoria de establecer su autoría en los hechos delictivos imputados. Esta situación pone en 

evidencia una falencia estructural del sistema penal colombiano en contextos de violencia armada: 

la dificultad para recaudar pruebas suficientes en territorios donde las estructuras armadas ilegales 

operan con impunidad, limitando las capacidades del aparato judicial. 

La absolución basada en el principio de presunción de inocencia es jurídicamente sólida; 

sin embargo, también evidencia una falla en la capacidad estatal para garantizar justicia a las 

víctimas, muchas veces relegadas a la invisibilización, como ocurrió con César Tulio Carvajal, 

víctima directa del atentado. Su intento por recurrir a la acción de reparación directa fue frustrado 

debido a la renuncia de su abogado y la posterior caducidad del proceso, una circunstancia que 

pone de relieve las limitaciones de acceso efectivo a la justicia cuando el apoyo legal no es 

continuo ni eficaz. Esta situación revela una profunda vulnerabilidad procesal de las víctimas 

frente a las rigideces procedimentales del sistema. 

Además, el caso de Sanín Bello Cárdenas, inicialmente vinculado al homicidio del alcalde 

Pedro Elías Niño Estupiñán, demuestra la volatilidad de los procesos judiciales frente a delitos 



 

complejos relacionados con estructuras armadas ilegales. La preclusión de la investigación penal 

en su contra, pese a existir pruebas sobre sus vínculos con las FARC y sus contratos obtenidos 

bajo presión, sugiere una falla en la consolidación de pruebas o en la capacidad estatal para 

sostener investigaciones de largo aliento en contextos de cooptación institucional por actores 

armados ilegales. 

El conjunto de estos hechos permite plantear algunas conclusiones críticas: 

1. Debilidad institucional: Tanto la imposibilidad de sancionar a los autores del 

atentado, como la caducidad del proceso civil de reparación, muestran un sistema 

débil frente a la complejidad del conflicto armado, donde la verdad jurídica muchas 

veces no se logra establecer. 

2. Reparación ineficaz: A diferencia del primer caso (homicidio del alcalde), donde 

finalmente se reconoció la falla del Estado, en este segundo caso la víctima no 

accedió a justicia ni reparación por una combinación de obstáculos procedimentales 

y estructurales. 

3. Omisión estatal agravada por la impunidad: Aunque el Estado conocía el contexto 

de violencia en Socha, no adoptó mecanismos excepcionales para facilitar el acceso 

a la justicia de las víctimas, como flexibilización de plazos o mecanismos 

alternativos de prueba, dejando a personas como Carvajal sin opciones reales. 

4. Necesidad de reformas procesales: Este caso revela la urgencia de repensar los 

plazos de caducidad y los requisitos procesales en escenarios de violencia armada 

y vulnerabilidad, donde el acceso efectivo a la justicia no puede depender 

exclusivamente de la continuidad de un abogado. 



 

En síntesis, el fallo relacionado con el atentado con carro bomba en el municipio de Socha 

en 2003 evidencia las múltiples barreras que enfrentan las víctimas del conflicto armado para 

acceder a la verdad, la justicia y la reparación. La absolución de los procesados por falta de 

pruebas, la preclusión de investigaciones frente a actores con presuntos vínculos armados y la 

imposibilidad de reabrir el trámite de reparación directa por estrictas razones procesales, reflejan 

no solo una omisión estatal, sino también una justicia formalista que, lejos de adaptarse al contexto 

de violencia estructural, termina profundizando la revictimización y la impunidad. Este caso 

refuerza la necesidad urgente de adoptar un enfoque más flexible, sensible y garantista en el 

tratamiento de las víctimas del conflicto, particularmente en zonas históricamente olvidadas por el 

Estado. 

Pronunciamientos judiciales relacionados con la responsabilidad del Estado frente a los 

hechos generados en el municipio de Chita Boyacá 

 

A raíz del atentado ocurrido en el municipio de Chita, las víctimas que padecieron 

directamente los estragos del conflicto armado interpusieron una acción de reparación directa 

contra el Estado, haciendo uso del medio de control correspondiente el 9 de septiembre de 2005. 

Al igual que en el caso analizado previamente, la acción fue presentada dos días antes de su 

caducidad. En el escrito de demanda se expusieron los hechos y fundamentos jurídicos que 

motivaron la solicitud de reparación por los daños sufridos, presentado lo siguiente (Consejo de 

Estado, 2005): 

“Los señores Jesús María Ruiz Murillo, Zoila González Cordero, Cecilia Granados 

Buitrago, Nelly Carreño Lizarazo, María Emérita Rodríguez, quien actúa en nombre 

propio y en representación de sus hijos menores Leidy Fabiola, Liliana, Mayerly Alejandra 



 

y Nancy Andrea Fuentes Rodríguez; además, Nelly Olivares Muñoz, Tobías Jaime Díaz, 

María Candelaria Ochoa Vega, María del Carmen Amarillo Rincón, Félix María Parada 

Sepúlveda y María Desideria Melgarejo de Parada , mediante apoderado judicial, 

presentaron demanda de reparación directa contra la Nación - Ministerio de Defensa – 

Policía Nacional y el Departamento Administrativo de Seguridad DAS, con el fin de que 

se hicieran las siguientes declaraciones y condenas (se transcribe de forma literal, incluso 

con posibles errores)” (p.7) 

La sentencia también señala que en ese período, el municipio no disponía de fuerzas 

militares ni policiales para garantizar la seguridad de la población, como se enuncia a continuación 

(Consejo de Estado, 2005): 

“El 30 de agosto de 2003, por designación del Gobierno Nacional, fue instalada una base 

de la Policía Nacional en el perímetro urbano del municipio de Chita” (p.8) … “ El 10 de 

septiembre de 2003 la guerrilla realizó un atentado terrorista en contra de las 

instalaciones y la población civil, el cual causó la muerte de los señores Guillermo Puente 

Blanco, Carlos Andrés Olivares Muñoz, Wilson Iván Jaime Ochoa, Félix Amarillo Porras 

y Omar Ricardo Parada; lesiones personales a la señora Nelly Carreño Lizarazo y la 

destrucción de los inmuebles de propiedad de Jesús María Ruiz Murillo y Zoila González 

Cordero, Cecilia Granados Buitrago y María Desideria Melgarejo Parada. La parte 

actora sostuvo que existía una relación de causalidad entre los daños causados y las 

entidades demandadas, por cuanto incurrieron en una omisión al no controlar el orden 

público y proteger a los ciudadanos, por tanto, eran responsables por esa falla del 

servicio” (p.9) 



 

Por lo que el Tribunal Administrativo de Boyacá, mediante sentencia del 20 de marzo de 

2018, negó las pretensiones de la demanda (Tribunal Administrativo de Boyacá , 2018): 

“Por todo lo anterior, la Sala concluye que aunque fue probada la irrogación de daños a 

los accionantes con ocasión de la ocurrencia de un acto terrorista el 10 de septiembre de 

2003 en el municipio de Chita, lo cierto es que este no es imputable al Estado porque para 

su acaecimiento no medió el incumplimiento de un contenido obligacional a cargo del 

Estado (falla en el servicio), la concreción de un riesgo excepcional creado o bajo la 

guarda de la Administración, ni la imposición de una carga pública desproporcionada 

(daño especial)” 

Decisión que fue apelada por los demandantes a fin de revocar la decisión de primera 

instancia a juicio que se acreditara la falla en el servicio por su parte. Es así como la Sala destaca 

que (Consejo de Estado, 2005): 

“(…) en el presente caso, no se probó participación, complicidad o cooperación alguna 

de agentes estatales en la activación del artefacto explosivo en el casco urbano del 

municipio de Chita, Boyacá; por el contrario, se acreditó que con la llegada nuevamente 

de la policía y la instalación de la base, los habitantes del municipio se sentían más 

seguros” 

Por lo tanto, en el contexto de esta investigación, no se comprobó que ni las víctimas ni los 

habitantes del municipio de Chita-Boyacá hubieran solicitado medidas de protección o expresado 

temores en relación con su seguridad, ni que hubieran denunciado amenazas dirigidas contra ellos, 

como lo corroboran las certificaciones oficiales emitidas por las autoridades municipales, los 

alcaldes y el personal de la Policía Nacional que conocían las circunstancias del caso. 



 

A partir de estas observaciones, la única prueba demostrada fue que, de conformidad con 

la política de seguridad democrática promulgada por el presidente de la república durante ese 

período, la comisaría del municipio de Chita se restableció el 20 de agosto de 2003, con el 

despliegue de un oficial, siete suboficiales y cincuenta y nueve auxiliares de policía. 

Ahora bien, aun suponiendo que la ofensiva constituía una acción guerrillera orientada a 

contrarrestar la presencia de la Policía y el Ejército Nacional en el municipio, no se probó que las 

autoridades competentes contaran con la capacidad real y específica para anticipar dicho ataque 

terrorista, considerando que este tipo de acciones se caracteriza precisamente por el uso del factor 

sorpresa. 

En este punto, resulta relevante destacar que títulos de imputación como la falla del servicio 

y el riesgo excepcional permiten afirmar que la primera se enmarca dentro de la responsabilidad 

subjetiva, en la cual predomina la culpabilidad de la Administración. Esta se configura en casos 

de extralimitación funcional, retrasos, cumplimiento tardío o defectuoso de las funciones, o 

incumplimiento de las obligaciones asignadas por el Estado (Ruiz, 2022). Dichas acciones u 

omisiones, atribuibles a la Administración, generan irregularidades que derivan en daños 

imputables al Estado. 

Esta rendición de cuentas por deficiencias o servicios inadecuados, actualmente 

conceptualizada como responsabilidad por conducta operativa desviada o, alternativamente, como 

la inacción de la entidad administrativa, ha constituido uno de los fundamentos más antiguos y 

frecuentemente invocados de la responsabilidad administrativa, hasta tal punto que se ha 

convertido en la categoría preeminente de la doctrina jurídica colombiana desde el año 1964 

(Saavedra, 2024). 



 

En lo que respecta al riesgo excepcional, este se refiere a los daños originados por medidas 

legales adoptadas por la administración pública, cuando implican riesgos de naturaleza 

extraordinaria o excesiva (Consejo de Estado, 2015). Dichos riesgos pueden surgir por el 

incremento de factores inherentes a la actividad desarrollada o por la aparición de situaciones que, 

por su intensidad o nivel de exposición, exceden lo que razonablemente podría anticiparse. 

Bajo esta perspectiva, el Estado cumple con sus deberes cuando ejecuta actividades 

peligrosas en beneficio de la comunidad. Sin embargo, incurre en responsabilidad si, al utilizar 

determinados métodos o recursos, expone a las personas o bienes bajo su administración a un 

riesgo extraordinario que sobrepasa las cargas normales que estos deberían soportar (Consejo de 

Estado Colombia, 1989). 

Concretamente, el riesgo excepcional se manifiesta cuando, como consecuencia de 

compromisos legales y legítimos ejecutados por la Administración, que abarcan la participación 

en actividades peligrosas o la utilización de objetos que representan un riesgo o peligro 

intrínsecamente, se inflige un daño ilegal a determinadas personas.  

Según lo anterior, para que se manifieste un riesgo extraordinario, tal como lo establece la 

jurisprudencia del Consejo de Estado, es imperativo establecer que la acción perjudicial está 

relacionada causalmente con la ejecución de la actividad peligrosa que genera el riesgo, mediante 

pruebas directas o circunstanciales, sin que sea necesario demostrar la conducta subjetiva de la 

parte demandada. Además, se requiere que el daño resultante sea inequívoco, específico y se 

refiera a una situación de acto o hecho que cuente con protección legal. 

Estas deliberaciones abarcan un aspecto distintivo, a saber, centrado en el papel de garante 

que el Estado colombiano ha asumido en la salvaguardia de los derechos individuales. Si bien 

inicialmente son los autores de los actos violentos los principales responsables de los daños 



 

infligidos a las víctimas del terrorismo, el aparato estatal y sus funcionarios ocupan una posición 

crítica a la hora de garantizar la protección de las prerrogativas individuales fundamentales y de la 

capacidad de mitigar las acciones deletéreas que podrían atentar contra el bienestar de la sociedad. 

El análisis del fallo relativo al atentado ocurrido en el municipio de Chita vuelve a poner 

de manifiesto una tendencia institucional preocupante: la desvinculación de la responsabilidad 

estatal en contextos de violencia sistemática bajo criterios excesivamente formalistas y 

descontextualizados. Aunque el Tribunal reconoce los daños sufridos por las víctimas, niega la 

imputación al Estado por no haberse acreditado una falla del servicio, un riesgo excepcional ni un 

daño especial. Esta postura ignora el contexto real en el que se produjo el atentado: una zona 

históricamente afectada por el abandono estatal y el accionar de grupos armados ilegales, donde 

la población civil fue blanco directo de la violencia en un momento en que apenas se reestablecía 

la presencia de la fuerza pública. 

Este razonamiento, en lugar de acercar la justicia a las víctimas, revela una visión 

excesivamente técnica que exige cargas probatorias desproporcionadas a quienes, además de haber 

sufrido el impacto directo del conflicto, deben demostrar que el Estado tenía conocimiento 

anticipado del riesgo, o que su acción fue directamente causal del daño. Se deja de lado el principio 

de solidaridad estatal, eje de la responsabilidad patrimonial, y se diluye el rol de garante que debe 

asumir el Estado frente a sus ciudadanos, especialmente en contextos de conflicto armado donde 

la previsibilidad de los hechos no puede juzgarse bajo parámetros ordinarios. 

Asimismo, la sentencia refuerza una noción restrictiva de la imputación del daño, centrada 

en una lógica binaria que solo admite responsabilidad en escenarios perfectamente probados, lo 

que desestima la función protectora de la responsabilidad extracontractual. El enfoque probatorio 

que exige prueba directa o circunstancial del nexo entre el daño y una actividad peligrosa ejecutada 



 

por la administración se convierte en una barrera infranqueable cuando los hechos se desarrollan 

en condiciones de inseguridad y caos, como ocurre en territorios que, como Chita, sufren 

históricamente la exclusión institucional. 

En definitiva, este fallo refleja una justicia que se encuentra atrapada en el cumplimiento 

estricto de requisitos formales, desatendiendo su deber superior de protección efectiva de los 

derechos. Deja sin respuesta a quienes claman por reconocimiento, reparación y garantías de no 

repetición, lo cual contribuye no solo al debilitamiento de la confianza institucional, sino también 

a la profundización del sentimiento de abandono e impunidad que persiste en muchos rincones del 

país. 

En síntesis, el caso del atentado en el municipio de Chita evidencia los límites estructurales 

de la responsabilidad del Estado en contextos marcados por la violencia armada y la 

imprevisibilidad de los ataques terroristas. Si bien se reconocieron los daños sufridos por las 

víctimas, no se logró acreditar una omisión culpable ni un riesgo excepcional atribuible a la 

administración pública que permitiera imputar jurídicamente la responsabilidad al Estado. Esta 

situación subraya las tensiones entre el deber de garantía que asume el Estado y la realidad 

operativa de contextos de conflicto armado interno, donde la capacidad de prevención y control 

enfrenta serias restricciones. Así, el análisis pone de relieve no solo la importancia de los títulos 

de imputación como herramientas fundamentales del derecho administrativo, sino también la 

necesidad de repensar los criterios de reparación en escenarios donde las víctimas se encuentran 

desprotegidas frente a violencias estructurales que desbordan el ámbito de actuación estatal 

convencional. 

 

  



 

Identificación de los medios de reparación creados por la jurisprudencia para la 

reparación de los daños por actos terroristas 

 

A nivel constitucional el estado será responsable por la acción u omisión de sus funciones 

propias, siendo de esta manera que (Guerra, Pabón, & Ramírez, 2020): 

“Se puede observar que el vocablo responsabilidad refleja una obligación, citando a 

Kelsen (2010) una obligación jurídica y según Hart (2016) podría representar varios 

significados o símbolo de diferentes contenidos: como capacidad, factor causal, deber y 

obligación derivada de un cargo o rol social y como racionabilidad. En este orden de 

ideas, se establece el concepto universal de "responsabilidad civil", entendida como: la 

obligación de reparar el daño causado, pero no cualquier daño, sino solo aquel que recae 

sobre un bien, interés o derecho jurídicamente protegido (Guerra, 2015)” (p.5)  

Por lo tanto, el objetivo de la responsabilidad civil es proporcionar una restitución por el 

daño sufrido por una persona debido al daño infligido a sus intereses o bienes legalmente 

protegidos, que no debería haber sido obligada a soportar, independientemente de si dicho daño es 

individual o colectivo. Es evidente que, para determinar las reparaciones apropiadas, es 

imprescindible definir el concepto de daño.  

Según Henao (2017), el daño constituye cualquier violación de los intereses legítimos de 

una persona, que abarca los derechos pecuniarios y no pecuniarios, así como los derechos 

individuales y colectivos, que se manifiesta como una lesión concluyente a un derecho específico 

o como una infracción de su disfrute tranquilo, además, las personas, en virtud de su derecho a 

interponer un recurso legal, tienen derecho a una indemnización siempre que los criterios 



 

adicionales de responsabilidad civil, a saber, la atribución y se cumplen los fundamentos de la 

obligación de indemnizar. 

En este sentido, Rubiano, Vélez y Zambrano (2011) mencionan: 

“…el daño además de ser uno de los presupuestos, es sin duda el elemento imprescindible 

para que se ponga en marcha el mecanismo de la responsabilidad civil y de la reparación, 

tanto en la vía contractual como en la extracontractual. Se trata de la pieza clave del 

sistema, ya que sin el daño o perjuicio no hay obligación de resarcir” (p.12) 

Y por su parte Vázquez (2010) aclara que la reparación del daño consiste en el 

resarcimiento que debe realizar quien delinque a la víctima de la comisión del delito.  

Así mismo, García (2014) menciona:  

“Las medidas de satisfacción son de carácter simbólico y pretenden compensar el daño 

moral y preservar la memoria colectiva, relacionándose con la garantía de la verdad e 

implica centrar la mirada en el daño moral, siendo este el más difícil de reparar por lo 

que se ha optado por las compensaciones en forma de acciones simbólicas (...) las 

garantías de no repetición hacen referencia a evitar que los hechos vuelvan a ocurrir y 

que las víctimas vuelvan a sufrir daño, se sitúan en la parte más amplia de la reparación 

al requerir cambios estructurales por parte del Estado y participación de toda la sociedad 

como garantía para que los hechos no se repitan”. 

Siendo así que como lo menciona Guerra, Pabón y Ramírez (2020): 

“Para que el Estado Colombiano sea obligado a reparar los perjuicios que se causen a un 

ciudadano o a un colectivo, debe probarse que ha causado un daño antijurídico y que este 

resultado dañino le es imputable debido a la falla de sus acciones, omisiones u operaciones 

a través de las cuales desarrolla los fines esenciales del Estado, asegurando la reparación 



 

integral a quien lo sufrió. En este sentido, deben ser reparados tanto los daños que 

recaigan sobre bienes materiales como los que afecten los bienes inmateriales” (p.6) 

De este modo, la reparación ha de ser proporcional a la gravedad de las violaciones y al 

daño sufrido (Naciones Unidas, 2005), ya sea a través de:  

(i) La restitución, definida como el proceso de restitución de la víctima a una condición 

o estado que existía antes de que se produjera la violación, con frecuencia resulta 

prácticamente inalcanzable en numerosos casos, como en los casos de 

desapariciones forzadas;  

(ii) La indemnización por los daños infligidos a la víctima abarca una serie de 

elementos, incluidos, entre otros, los daños físicos o psicológicos, la privación de 

oportunidades, las pérdidas materiales, la disminución de los ingresos, las lesiones 

morales y los gastos relacionados con la atención, que también incluyen las costas 

legales; 

(iii) La rehabilitación abarca una gama multifacética de servicios médicos, psicológicos, 

legales y sociales; y  

(iv) La satisfacción, que comprende un conjunto integral de medidas tales como:  

a) Aplicar estrategias eficaces para garantizar el cese de las violaciones en curso 

b) La verificación meticulosa de las circunstancias fácticas y la revelación 

completa y pública de la verdad, siempre que dicha revelación no cause un daño 

adicional ni ponga en peligro la seguridad y los intereses de la víctima, de sus 

familiares, de los testigos o de quienes hayan intervenido para ayudarla o evitar 

que se cometan nuevas violaciones  



 

c) La búsqueda de las personas desaparecidas, la identificación de los niños 

secuestrados y los restos de las personas fallecidas, junto con la prestación de 

asistencia para su recuperación, identificación y re-entierro de conformidad con 

los deseos explícitos o presuntos de la víctima o las costumbres culturales de su 

familia y comunidad 

d) Una declaración formal o resolución judicial que restablezca la dignidad, la 

reputación y los derechos de la víctima, así como de aquellos estrechamente 

relacionados con ella. 

e) Una expresión pública de arrepentimiento que abarque el reconocimiento de los 

hechos y la aceptación de la rendición de cuentas. 

f) La imposición de sanciones judiciales o administrativas a los responsables de 

las transgresiones.  

g) Celebraciones y honores dedicados a las víctimas.  

h) La incorporación de un relato detallado de las violaciones que se han producido 

en la enseñanza de los derechos humanos internacionales y el derecho 

internacional humanitario, junto con materiales educativos en todos los niveles. 

En este sentido, Rubiano, Vélez y Zambrano (2011) sostienen que la reparación integral 

busca restituir a la víctima a la situación en la que se encontraría de no haberse producido el hecho 

ilícito. Si bien la Constitución Política, en su artículo 90, consagra la responsabilidad del Estado a 

través de figuras como el daño emergente y el lucro cesante, la jurisprudencia ha ampliado estos 

mecanismos, desarrollando nuevas formas de reparación. Como señalan Guerra, Pabón y Ramírez 

(2020), en el ámbito de los derechos intangibles, los marcos legales han evolucionado gracias a 

los aportes del Consejo de Estado, la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional, los 



 

cuales han reconocido diversas categorías de daño inmaterial, tales como la angustia psicológica, 

el daño a la salud, el deterioro de bienes protegidos por normas constitucionales o convencionales, 

e incluso, en ciertos casos, el menoscabo de la vida relacional o la alteración de las condiciones 

existenciales. 

Sin embargo, en esta coyuntura, es imperativo reconocer que, una vez que se ha demostrado 

en el procedimiento la presencia del daño y su justificación subyacente, la correlación entre los 

elementos iniciales y posteriores permite establecer un nexo causal fáctico; en consecuencia, surge 

la obligación de proporcionar reparación. Henao (2015) aclara que la reparación constituye el 

mecanismo a través del cual la parte responsable cumple con el deber de compensar, asegurando 

así el restablecimiento de la víctima al status quo anterior en respuesta al daño sufrido. 

Las victimas buscan no situarse en la posición menos frágil atendiendo que no se puede 

hablar en los casos estudiados de dejarles en las misma condiciones como lo establecen varios 

autores, atendiendo que por las víctimas mortales no se pueden reparar integralmente a sus 

familias, es así como el tipo de indemnización deberá ser solicitada ante juez quien a través del 

análisis del caso determinará los medios de reparación integral. 

Como lo enuncia Guerra, Pabón y Ramírez (2020) frente al principio de reparación integral: 

“El Consejo de Estado al igual que la Corte Constitucional ha realizado un desarrollo 

jurisprudencial, soportado en los convenios y tratados internacionales, en el cual denota 

la importancia de asegurar a las víctimas de violaciones de derechos humanos una 

reparación integral, basada en la dignidad humana y en la garantía de la tutela judicial 

efectiva. Frente al tema, ha establecido que el juez administrativo debe asumir un rol 

dinámico frente a las exigencias de las obligaciones internacionales de los Estados que 

han ratificado los tratados y convenios relacionados con la protección de los derechos 



 

humanos, esto es, debe garantizar la protección de los derechos humanos toda vez que se 

ha transformado en un aspecto de regulación positiva que ha desbordado los límites fijados 

por los Estados en la defensa de la soberanía nacional” (p.21) (…) “el principio de 

reparación integral no se satisface solo con sumas pecuniarias, ni tampoco se dirige 

exclusivamente al restablecimiento de los intereses materiales o patrimoniales. Para su 

configuración plena, en el ordenamiento jurídico colombiano, requiere de otras medidas 

con el objetivo de propiciar el máximo nivel de restauración digna en la persona de la 

víctima tanto de sus bienes materiales como inmateriales. En ese orden de ideas, la 

reparación integral debe entenderse como el derecho prevalente de la víctima a obtener 

las condiciones para la transformación y restauración de su condición afectada por el 

hecho vulnerador, derecho que se expresa en diversas formas, entre ellas las medidas de 

reparación como indemnización, rehabilitación, restitución, satisfacción y garantía de no 

repetición, para lograr una reparación integral y equitativa dentro de un Estado social de 

derecho” (p.29) 

De igual manera, la sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, bajo Radicación 

número: 05001-23-25-000-1999-01063-01(32988) refiere (Consejo de Estado, 2014): 

“La reparación del referido daño abarca los siguientes aspectos: i) El objetivo de reparar 

este daño es el de restablecer plenamente a la víctima en el ejercicio de sus derechos. La 

reparación de la víctima está orientada a: (a) restaurar plenamente los bienes o derechos 

constitucionales y convencionales, de manera individual y colectiva; (b) lograr no solo que 

desaparezcan las causas originarias de la lesividad, sino también que la víctima, de 

acuerdo con las posibilidades jurídicas y fácticas, pueda volver a disfrutar de sus derechos, 

en lo posible en similares condiciones en las que estuvo antes de que ocurriera el daño; 



 

(c) propender para que en el futuro la vulneración o afectación a bienes o derechos 

constitucionales y convencionales no tengan lugar; y (d) buscar la realización efectiva de 

la igualdad sustancial” (p.121) 

Así mismo el consejo de estado con esta sentencia menciona (Consejo de Estado, 2014): 

“En aras de evitar una doble reparación, el juez deberá verificar ex ante: (a) que se trate 

de una vulneración o afectación relevante de un bien o derecho constitucional o 

convencional; (b) que sea antijurídica; (c) que en caso de ordenarse una indemnización 

excepcional, no esté comprendida dentro de los perjuicios materiales e inmateriales ya 

reconocidos, y (d) que las medidas de reparación sean correlativas, oportunas, pertinentes 

y adecuadas al daño generado” (p.123) 

Categorizando lo mencionado en cuanto a la Reparación no pecuniaria e indemnización 

excepcional exclusiva para la victima directa como lo muestra la figura 11: 

Figura 11 

Reparación no pecuniaria e indemnización excepcional exclusiva para la victima directa 

Figura 11. Reparación no pecuniaria e indemnización excepcional exclusiva para la victima directa  

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Nota. La grafica muestra los criterios, tipo de medida o cuantía y modulación frente a la reparación 

no pecuniaria y la indemnización excepcional exclusiva para la victima directa.  Tomado de la 

Sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, bajo Radicación número: 05001-23-25-000-

1999-01063-01(32988) (p. 123) desarrollada por el Consejo de Estado de Colombia, 2014, 

https://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/151/S3/05001-23-25-000-1999-

01063-01(32988).pdf  

 

Desde lo cual, Patiño (2010) indica que el derecho a la reparación establece los: 

“Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las 

normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario a 

interponer recursos y obtener reparaciones. Una reparación adecuada, efectiva y rápida 

tiene por finalidad promover la justicia, remediando las violaciones manifiestas de las 

normas internacionales de derechos humanos o las violaciones graves del derecho 

internacional humanitario” (p.2) 

Si bien numerosas medidas pueden percibirse como reparaciones simbólicas que van más 

allá de la víctima individual y sus familiares y, en última instancia, se dirigen a la sociedad en 

general en la que se produjeron los actos de victimización, asumen un papel importante dentro de 

los marcos de justicia transicional. Esta importancia se debe a su capacidad para facilitar una 

confrontación sostenida con los traumas históricos, fomentando así la construcción o la 

reconstrucción de una sociedad que honre a sus víctimas y busque activamente evitar que se repitan 

tales incidentes. 

Como lo enuncia Patiño (2010): 

https://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/151/S3/05001-23-25-000-1999-01063-01(32988).pdf
https://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/151/S3/05001-23-25-000-1999-01063-01(32988).pdf


 

“Las reparaciones simbólicas son medidas específicas de carácter no pecuniario ni 

indemnizatorio que buscan subvertir las lógicas de olvido e individualidad en las que 

suelen caer las sociedades en donde se perpetraron violaciones a derechos humanos, 

ampliando hacia la comunidad el dolor de las víctimas, a través de una mirada crítica de 

lo pasado que trasciende al futuro” (p.4) 

Así, estas reparaciones simbólicas, mas no económicas, buscan que la colectividad 

reconozca que fueron víctimas del estado para que así transcienda en la sociedad su legado 

recordando que paso, porque paso y quienes fueron victimizados.   

En consecuencia, para salvaguardar los derechos individuales, la aplicación de medidas de 

tutela en casos de violaciones graves de los derechos se transforma en una acción correctiva basada 

en la garantía del derecho esencial a la restitución integral.  

Ahora bien, por su parte en la Sentencia T-653/12  del expediente T-3408860, la acción 

de tutela iniciada por Eliécer Lobo Pacheco y otros contra el Ministerio de Relaciones 

Exteriores impulsa al Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional 

Humanitario de la Vicepresidencia de la República de Colombia, en colaboración con la 

Presidencia de la República de Colombia, a dirigirse al juez de tutela para invocar el 

cumplimiento de los mandatos establecidos por las autoridades internacionales. Esta acción 

se debe a la percepción de que el progreso procesal ha sido prolongado y ha demostrado una 

falta de respeto, lo que llevó al juez de tutela a solicitar al juez de tutela que abogara por la 

aplicación efectiva de las directrices emitidas por el mencionado tribunal internacional (Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, 2012): 



 

“Los demandantes, familiares de las víctimas (…) acuden por el derivado incumplimiento 

del Estado colombiano en la construcción de un monumento en memoria de las 

víctimas, ordenada en la sentencia indicada” 

De igual modo, el juez al tomar su decisión plasma una reparación que ha sido creada 

por la jurisprudencia declarando (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2012):  

“Una de reparación simbólica consistente en la edificación de un monumento, con la 

consecuente ceremonia de instalación, constituye una obligación de hacer por parte 

del Estado colombiano, bajo la coordinación del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

De acuerdo con la orden impartida por la Corte IDH, la exigibilidad de esta, estaba 

condicionada a un proceso de concertación con los actores”  

Siendo así como luego de analizados los supuestos facticos y jurídicos mediante la 

Sentencia T-653/12 (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2012): 

“Ordenaron se cumpla con lo ordenado por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos en el fallo “Caso 19 Comerciantes vs. Colombia” en lo relativo a la obligación 

de erigir un monumento en memoria de las víctimas y, mediante una ceremonia pública y 

en presencia de los familiares de las víctimas, colocar una placa con los nombres de los 

19 comerciantes”.  

Es evidente que la intención del legislador es garantizar la realización de los derechos que 

ya han sido reconocidos por la autoridad internacional y adherirse al principio rector de la 

protección judicial efectiva. Este principio significa que el Código General de Procedimiento, que 

sustituirá al actual Código de Procedimiento Civil, incorpora la protección judicial efectiva como 

uno de sus principios fundamentales.  



 

Esto constituye un derecho fundamental que abarca el derecho de todas las personas a 

acceder a la justicia y, por lo tanto, recibir una resolución oportuna y sustantiva de sus 

reclamaciones en relación con sus derechos, acompañada de las salvaguardias inherentes al debido 

proceso. Además, esto implica obtener una sentencia razonada, coherente y bien fundamentada 

que esté sujeta a una ejecución efectiva (Nándar, 2013). En este contexto, el Consejo de Estado 

también postula su punto de vista (Consejo de Estado de Colombia, 2012):   

“Este plurimencionado derecho está compuesto de tres elementos esenciales; el primero 

de ellos referente al acceso a la administración de justicia, lo que se traduce en el acceso 

a la jurisdicción competente para proponer un conflicto; el segundo, integrado por el 

derecho a obtener una resolución de fondo de la litits para que se haga un estudio profundo 

de las pretensiones, el cual se verá reflejado en la obtención de una sentencia motivada, 

razonable, congruente y fundada en derecho; y por último, pero no de menor importancia, 

el derecho a la ejecución de la sentencia que se profiera, pues exige que el fallo proferido 

se cumpla y el actor sea reparado en su derecho y compensado, si hubiere lugar a ello, 

por el daño sufrido, de lo contrario sería convertir las decisiones judiciales y el 

reconocimiento de derechos que ellas comportan, en simples declaraciones de buenas 

intenciones. Esta necesidad de cumplimiento del fallo judicial hace que necesariamente el 

derecho subjetivo a obtener su ejecución haga parte del derecho fundamental 

proclamado” (p. 1)       

En este sentido, la efectividad del derecho a la tutela judicial efectiva no solo radica en la 

posibilidad de acceder a la justicia y obtener una decisión de fondo, sino en garantizar que dicha 

decisión tenga un impacto real y tangible en la vida del justiciable. La inejecución de las sentencias 

no solo compromete la confianza en el sistema judicial, sino que vulnera el principio de seguridad 



 

jurídica y el Estado de derecho, pues deja en estado de indefensión a quien obtuvo un fallo a su 

favor. Por ello, la garantía de ejecución de las decisiones judiciales no debe considerarse un aspecto 

accesorio, sino una obligación ineludible del Estado, cuya omisión afecta la materialización 

efectiva de los derechos fundamentales y el cumplimiento de los fines de la administración de 

justicia. 

Figura 12. Esquema básico para acceder a la tutela judicial efectiva  

Figura 12 

Esquema básico para acceder a la tutela judicial efectiva 

 

Nota: La grafica muestra el esquema básico para acceder a la tutela judicial efectiva. Tomado de 

El derecho a la tutela judicial efectiva y su aplicación al medio de control reparación directa en 

Colombia. (p.70) siendo un Trabajo de grado de la Universidad Cooperativa de Colombia.  

 



 

La jurisprudencia ha creado tipos de indemnización que han permitido que las victimas 

puedan lograr una reparación moral y simbólica, lo cual no significa que las indemnizaciones 

económicas no sean justas y necesarias para las víctimas y sus familias, sino que recalca que los 

actos simbólicos contribuyen en el reconocimiento de la sociedad los hechos victimizantes para 

que no se dejen en el olvido los nombres de aquellos que padecieron la guerra. 

Tras haber desarrollado este despliegue de información sobre los elementos esenciales 

pertinentes al marco de la responsabilidad estatal por los actos de terrorismo y los mecanismos 

institucionales para la indemnización administrativa de las víctimas del conflicto armado interno, 

es plausible afirmar que se han logrado avances significativos dentro del marco jurídico 

colombiano en relación con la salvaguardia y la eficacia de los derechos fundamentales de las 

personas, alineándose con el movimiento contemporáneo hacia la constitucionalización de la ley. 

En consecuencia, se ha demostrado que el marco jurídico administrativo existente y la doctrina de 

la responsabilidad patrimonial están actualmente orientados a la protección de los derechos 

humanos, utilizando las vías legales diseñadas para este objetivo específico. 

Sin embargo, es importante resaltar que dentro de las iniciativas de justicia restaurativa se 

debe recalcar el potencial que tienen las indemnizaciones en el aliviar las presiones a las que se 

enfrenta el sistema de justicia penal, desviando los casos de su competencia y proporcionando una 

gama de medidas de rehabilitación, por ello, la introducción de estas iniciativas  junto con el marco 

de justicia penal estuvo acompañada del establecimiento de medidas de protección para los 

participantes y de iniciativas para optimizar sus impactos restaurativos y su eficacia en la disuasión 

del delito. 



 

En este sentido, tanto los paradigmas establecidos como los emergentes de justicia 

restaurativa brindan a las comunidades varios mecanismos ventajosos para la resolución de 

conflictos.  

Estos marcos involucran a personas que no son simplemente observadores del incidente, 

sino más bien aquellas que están directamente implicadas o afectadas por él. Asi, la participación 

de la comunidad en el proceso ya no es una construcción teórica, sino que es marcadamente directa 

y tangible, lo cual logra que estos procesos sean particularmente adecuados para contextos en los 

que las partes participan de forma voluntaria y en los que cada participante tiene la oportunidad de 

participar de forma activa y segura en un proceso de diálogo y negociación.  

Actualmente, con el avance de la justicia restaurativa, es imperativo comprender de manera 

integral las ramificaciones que la implementación de este novedoso paradigma puede tener en 

relación con el principio de legalidad penal, que se erige como el elemento fundamental del marco 

legal que salvaguarda los derechos de cada individuo.  

En esta línea, convergen varios componentes críticos, específicamente en lo que tiene que 

ver con la prestación de protección legal, ya que esta sirve para salvaguardar los intereses legales 

desde una perspectiva preventiva, garantiza la protección de todos los ciudadanos y proporciona 

tanto certeza como seguridad en relación con el Estado (Torres & Cruz, 2022).  

La justicia restaurativa fomenta una conciencia profunda dentro de la comunidad, sirviendo 

como una alternativa al Derecho Penal, o como una tercera modalidad que existe junto a él, o como 

un componente integral en la búsqueda de su abolición, funciona como un instrumento comunitario 

para administrar justicia en el contexto de interacciones humanas que son intrínsecamente 

intrincadas y, a veces, tumultuosas.  



 

Así las cosas, basado en los principios del perdón y la evitación del castigo, este paradigma 

se caracteriza por su flexibilidad inherente y abarca la participación voluntaria, activa y directa 

tanto del agresor como de la víctima, desde ello, la implementación de este marco de justicia 

produce consecuencias materiales y objetivas equilibradas, además de resultados subjetivos, ya 

que involucra a las personas implicadas en el conflicto criminal, lo que lleva a una profunda 

contemplación de las responsabilidades individuales y colectivas que pertenecen al agente activo 

de la conducta y, de hecho, a la comunidad en general, siendo esta la razón por la cual en Colombia 

existe la necesidad de que este tipo de procesos se tomen con la debida importancia, con el fin de 

que las victimas en verdad asienten en los procedimientos su forma de reparación y los acepten sin 

ningún tipo de presión. 

 

Clasificación de la indemnización en reparación integral y su conexión con la JEP 

 

Como se ha articulado anteriormente, en el contexto de la jurisprudencia administrativa 

colombiana, la noción de reparación integral para las personas afectadas por actos de terrorismo 

se ha examinado predominantemente a través de los marcos judiciales establecidos por el Consejo 

de Estado (Consejo de Estado, 2014). 

Esta forma de reparación se divide en dos categorías generales: la recompensa pecuniaria 

y la recompensa no pecuniaria, ambas diseñadas para reparar el daño ilícito infligido por las 

acciones u omisiones del Estado. 

En este sentido, la recompensa pecuniaria se refiere a la restitución financiera concedida 

por los daños tangibles e intangibles sufridos por las víctimas. Esta categoría de reparación puede 

abarcar el reconocimiento de las pérdidas consecuentes, la disminución de las ganancias, las 



 

lesiones morales individuales o colectivas y, más recientemente, el daño a las relaciones 

interpersonales, una clasificación reconocida por el Consejo de Estado para resumir las 

importantes repercusiones en la existencia cotidiana de las víctimas (Menéndez, 2023). 

En su calidad, la reparación no pecuniaria abarca medidas simbólicas o de satisfacción que 

buscan restaurar la dignidad de las víctimas, incluidos los actos públicos de perdón, los homenajes 

conmemorativos, las garantías contra la repetición e iniciativas destinadas a fomentar la memoria 

histórica y reconstruir el tejido social (Unidad para las Víctimas, 2022). 

Estas medidas, a pesar de la ausencia de transferencias monetarias, son cruciales para 

reconocer públicamente el sufrimiento de las víctimas y para garantizar que tales hechos no se 

repetirán. 

Desde el punto de vista de la restitución financiera, el Consejo de Estado ha reafirmado 

que su objetivo no es conferir una ventaja indebida a la parte agraviada, sino más bien devolverla 

a una condición lo más próxima posible a la que habría existido si el daño ilegal no se hubiera 

producido (Consejo de Estado, 2023). Esta forma de reparación se ha manifestado en el 

reconocimiento de varios daños, incluidos los daños emergentes, que abarcan las pérdidas 

tangibles; el lucro cesante, que representa la pérdida de ingresos; y los daños morales, que abordan 

la angustia psicológica y emocional que sufren las víctimas. 

En sentencias recientes, también se ha establecido firmemente la indemnización por daños 

a la vida, con el objetivo de corregir las repercusiones que perturban las condiciones normales de 

existencia, incluidas las alteraciones en la dinámica familiar y social de la víctima (Alzate, 2022). 

Este marco jurisprudencial ha sido fundamental para ampliar la gama de medidas de 

protección para las personas afectadas por actos de terrorismo, ya que reconoce la naturaleza 

compleja y multifacética del daño infligido por dichos actos. 



 

Por el contrario, las reparaciones no pecuniarias han adquirido una mayor importancia 

como complemento esencial de la compensación económica, particularmente en contextos como 

el de Colombia, donde las lesiones colectivas, simbólicas y culturales son profundas; por lo tanto, 

las medidas de satisfacción y las garantías de no repetición se han convertido en mecanismos 

fundamentales (Unidad para las Víctimas, 2022).  

Estas medidas reparadoras abarcan actos públicos de reconocimiento, disculpas 

institucionales, iniciativas de rehabilitación psicosocial y esfuerzos destinados a preservar la 

memoria histórica, todo ello diseñado para restaurar la dignidad de las víctimas y restablecer la 

confianza en los marcos institucionales (CNMH, 2022). 

Investigaciones recientes han subrayado que las víctimas consideran que las reparaciones 

no económicas tienen más consecuencias que sus contrapartes económicas, ya que esta forma de 

reparación sirve como un reconocimiento moral que afirma su sufrimiento y su contexto histórico 

(González & Martínez, 2023). Esta conclusión sugiere que la estrategia de reparación debe ser 

intrínsecamente holística e integrar los aspectos materiales y simbólicos del daño sufrido. 

En consecuencia, dentro del paradigma de la reparación integral para las víctimas del 

conflicto armado interno en Colombia, la categorización de los mecanismos compensatorios 

constituye una dimensión fundamental para comprender cómo el Estado reconoce sus obligaciones 

por los daños causados por los actos de terrorismo. 

Esta diferenciación permite analizar tanto la dimensión económica del resarcimiento como 

aquellas acciones simbólicas y morales que buscan restituir la dignidad de las víctimas.  

A continuación, se presenta un cuadro comparativo que distingue entre indemnización 

pecuniaria y no pecuniaria, permitiendo visualizar sus elementos estructurales, su finalidad dentro 



 

del proceso reparador, y los fundamentos normativos que las respaldan, como se muestra en la 

tabla 1: 

 

Tabla 1  Tabla 1. Cuadro comparativo: Clasificación de la indemnización en el marco de la reparación integral 

Cuadro comparativo: Clasificación de la indemnización en el marco de la reparación integral 

Tipo de 

indemnización 

Definición Finalidad 

Ejemplos o 

Medios 

Fundamento 

normativo / 

jurisprudencial 

Pecuniaria 

Compensación 

económica 

otorgada a las 

víctimas por los 

daños sufridos, 

materiales o 

inmateriales. 

Resarcir 

económicamente el 

daño causado por 

el hecho violento. 

Pagos en dinero, 

salarios mínimos 

legales, 

indemnizaciones por 

lucro cesante o daño 

emergente. 

Consejo de Estado, 

Sección Tercera (Sent. 

11001-03-26-000-

2011-00024-01, 2014); 

Ley 1448 de 2011 

(arts. 132-133). 

No pecuniaria 

(simbólica) 

Medidas no 

económicas que 

buscan restablecer 

la dignidad, el buen 

nombre y la 

memoria de la 

víctima. 

Restaurar 

moralmente a la 

víctima y su 

comunidad. 

Disculpas públicas, 

actos 

conmemorativos, 

monumentos, 

homenajes, garantías 

de no repetición. 

Corte Constitucional, 

Sent. T-045/19; Ley 

1448 de 2011 (arts. 

139-141); JEP (Auto 

TP-SA 001 de 2020). 

Nota: Esta tabla muestra el esquema básico de cuadro comparativo sobre la clasificación de la 

indemnización en el marco de la reparación integral en Colombia. Elaboración propia. 



 

El análisis comparativo indica que, si bien la compensación monetaria se ajusta 

principalmente a un marco compensatorio económico, que busca aliviar las pérdidas materiales o 

compensar los daños cuantificables, la compensación no monetaria cumple una función 

restauradora más profunda, ya que aborda las dimensiones simbólicas y éticas del daño infligido. 

Esto último adquiere una importancia particular en contextos caracterizados por una violencia 

prolongada, como la observada en la provincia de Valderrama, donde la dignidad humana y la 

cohesión comunitaria se vieron profundamente socavadas, y cuya restauración no puede limitarse 

a una mera suma financiera. 

Sin embargo, ambas formas de compensación son interdependientes y sirven como pilares 

fundamentales dentro del paradigma de la reparación integral, tal como lo delinea la Ley 1448 de 

2011 y según lo interpreta la jurisprudencia del Consejo de Estado y el Tribunal Constitucional. 

Esta clasificación no solo orienta las decisiones judiciales, sino que permite diseñar 

políticas públicas diferenciadas que reconozcan el carácter multifacético del daño sufrido por las 

víctimas. En consecuencia, su correcta implementación es clave para avanzar hacia una justicia 

transicional efectiva, basada en la verdad, el reconocimiento del daño, y la garantía de no 

repetición. 

En este contexto, la creación de la Jurisdicción Especial para la Paz - JEP, como 

componente del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición establecido en 

el Acuerdo de Paz de 2016 (Corte Constitucional, 2017), representa un punto de inflexión en el 

abordaje estatal de las violaciones graves a los derechos humanos y al derecho internacional 

humanitario. La JEP no solo se enfoca en la determinación de responsabilidades, sino también en 

garantizar los derechos de las víctimas a través de medidas de reparación que complementen y 

fortalezcan las desarrolladas en la justicia ordinaria (JEP, 2020). 



 

Así, se evidencia que tanto en la jurisdicción contenciosa administrativa, a través del 

Consejo de Estado, como en el modelo transicional de justicia representado por la JEP, existe un 

desarrollo progresivo de criterios para aplicar una reparación diferenciada, que reconozca la 

especificidad del daño sufrido y responda de forma integral a las necesidades de las víctimas. Estas 

herramientas, aunque distintas en su estructura, comparten un mismo objetivo: hacer efectiva la 

dignidad humana y reconstruir la confianza en el Estado. 

 

Análisis del papel de la Jurisdicción Especial para la Paz – JEP en el conflicto armado 

 

La Jurisdicción Especial para la Paz – JEP, constituye el componente judicial del Sistema 

Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR), creado en el marco del 

Acuerdo Final de Paz suscrito entre el Gobierno Nacional y las Fuerzas Armadas Revolucionarias 

de Colombia – Ejército del Pueblo (FARC-EP). Esta jurisdicción transicional tiene como finalidad 

investigar, juzgar y sancionar las graves violaciones a los derechos humanos y las infracciones al 

Derecho Internacional Humanitario cometidas en el contexto del conflicto armado interno 

colombiano. 

La JEP no solo garantiza el derecho de las víctimas a la justicia, sino que también 

contribuye al esclarecimiento de la verdad, la reparación integral y la construcción de una paz 

estable y duradera. En este sentido, promueve la centralidad de las víctimas, prioriza la rendición 

de cuentas por parte de los máximos responsables y fomenta mecanismos restaurativos orientados 

a evitar la repetición de los hechos que marcaron la historia reciente del país. 

De acuerdo con el mandato del Acuerdo Final, la JEP tiene competencia para conocer los 

delitos perpetrados antes del 1 de diciembre de 2016, en el marco del conflicto armado. Su labor 



 

se enmarca en un modelo de justicia transicional que busca equilibrar los derechos de las víctimas 

con las garantías de verdad, justicia y no repetición, mediante una combinación de sanciones 

restaurativas y mecanismos judiciales que promuevan la reconciliación nacional. 

En este contexto, si bien no se identifican investigaciones o publicaciones con 

pronunciamientos específicos respecto a algunos hechos concretos, debido a que estos constituyen 

crímenes y delitos graves en el marco del conflicto armado, lo que implica una reserva sumarial 

importante, se han adelantado actuaciones significativas en el territorio.  

En particular, en la provincia de Valderrama, en el departamento de Boyacá, se destaca la 

visita de una magistrada de la Sala de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad de la JEP, 

quien se desplazó directamente a la zona con el fin de escuchar de primera mano los relatos de las 

víctimas.  

Durante esta visita, se documentaron las afectaciones ocasionadas por el atentado con un 

caballo bomba en el municipio de Chita y el ataque con un carro bomba en el municipio de Socha, 

permitiendo así avanzar en el esclarecimiento de la verdad y el reconocimiento del sufrimiento de 

las comunidades afectadas por estos hechos violentos. 

Así mismo la JEP realizó solicitudes de acreditaciones de las victimas ante la jurisdicción 

especial para la paz, visibilizando en el marco del caso 10 la provincia de Valderrama de los 11 

macro casos abiertos (JEP, 2024): 

 “El 15 de julio de 2022, la Sala de Reconocimiento de Verdad de la JEP abrió el macro 

caso 10, que investiga crímenes no amnistiables, y graves infracciones al Derecho 

Internacional Humanitario como homicidios de personas protegidas, desapariciones 

forzadas, desplazamiento forzado, violencia sexual, y el uso de medios y métodos ilícitos 

de guerra, cometidos por las Farc-EP durante el conflicto armado”. 



 

Siendo este un caso que agrupa 306 informes presentados por la sociedad civil y la Fiscalía 

General de la Nación sobre crímenes cometidos por las FARC-EP durante el conflicto armado. 

El papel de la JEP en este territorio fue darle la visibilización necesaria a los casos 

presentados en Valderrama, demostrando así que Boyacá no ha sido un remanso de paz, razón por 

la cual la JEP realizo una jornada virtual en el Departamento, donde la Unidad de Investigación y 

Acusación efectuó una socialización para explicar el Protocolo de comunicación, la Estrategia de 

Prevención que incluye la estrategia de Prevención y el programa de Protección de la Unidad y la 

secretaría Ejecutiva de la JEP. 

A través del COMUNICADO 101 de la JEP se indica (JEP, 2021): 

“Las Víctimas del departamento de Boyacá dijeron que para ellas es muy importante que 

se reconozca que este departamento ha sido azotado por la violencia, que además es 

receptor de víctimas de diferentes delitos de otras regiones de Colombia y no es un lugar 

tranquilo, sin conflicto, como la mayoría cree. Además, víctimas de violencia sexual 

enfatizaron en la importancia que se abra el caso de este delito en la Jurisdicción Especial 

para la Paz -JEP” 

Con esto, es evidente que Boyacá, que a menudo se considera erróneamente como un 

“remanso de paz” en el que se supone que el conflicto no tuvo lugar, necesita rectificar este 

concepto erróneo, teniendo en cuenta que el Departamento experimentó un conflicto y también se 

transformó en un destino para personas que sufrieron diversas formas de violencia.  

Esta afirmación se resume en las observaciones de Maribel Hernández, víctima del 

conflicto armado, quien además abogó por la organización de reuniones con representantes de 

víctimas de atrocidades como la desaparición forzada, el desplazamiento, el secuestro y la 

violencia sexual. El objetivo de estas reuniones es ayudar a la población de cada municipio y 



 

difundir información sobre las iniciativas emprendidas por la Jurisdicción Especial para la Paz - 

JEP. 

Este asunto tiene una importancia significativa debido al establecimiento de la Jurisdicción 

Especial para la Paz en el departamento, particularmente en la provincia de Valderrama, que 

permite a los sobrevivientes del conflicto armado articular sus experiencias. La utilización de 

juntas de acción comunitaria sirve como mecanismo para acceder a las regiones más aisladas, una 

iniciativa que ha facilitado la resignificación del territorio, lo que ha permitido a la comunidad 

superar sus temores, contar los acontecimientos ocurridos y fomentar el surgimiento de iniciativas 

destinadas a prevenir la recurrencia.  

En este contexto, es crucial subrayar cómo, específicamente a través de la promoción de 

una cultura de paz, estos entornos se cultivan para la transformación territorial, destacando así la 

necesidad de garantizar el avance y la protección de los derechos humanos. 

Al ser la JEP el primer mecanismo del sistema integral para la paz que es el punto quinto 

del acuerdo, es también el primer mecanismo en llegar a Boyacá trabajando desde los territorios, 

con el fin de desnaturalizar estas violencias y dejar de normalizar las mismas contando hubo 

hechos gravosos, los cuales deben ser investigados, juzgados y sancionados. 

Así, la jurisprudencia ha permitido que el jurista pueda invocar los medios de reparaciones 

simbólicas en aras de garantizar a las víctimas una reparación moral en hechos simbólicos, acción 

que no es ajena e incompatible a la reparación integral económica, razón por la cual se hace 

necesario realizar un análisis comparativo de cómo ha evolucionado la jurisprudencia a nivel de 

reparación. 

En este marco, por su parte que la unidad para las víctimas determina las clases de 

indemnización así (Unidad de Victimas de Colombia, 2018): 



 

1. Indemnización Administrativa: Constituye un mecanismo establecido por el Estado 

colombiano como una forma de restitución financiera por los actos de victimización 

sufridos, no obstante, por tratarse de una medida de carácter administrativo, se 

entrega bajo unos estándares y montos que define el Gobierno Nacional, pues no es 

una retribución directa por los daños y perjuicios sufridos, dado que eso sólo ocurre 

en el ámbito judicial.  

2. Gratuidad de la Indemnización: El acceso al mecanismo de compensación es 

totalmente gratuito y las personas afectadas no están obligadas a contratar a ningún 

intermediario; los procesos los ejecutan directamente los beneficiarios de la 

medida. 

3. Acceso a la medida de Indemnización: Las personas que sean víctimas deben tener 

claro que para poder acceder a la medida de indemnización administrativa es 

necesario que estén incluidas en el Registro de Víctimas – RUV, y que el hecho por 

el que estén incluidas en el RUV sea susceptible de ser indemnizado, los hechos 

susceptibles de indemnización son nueve: 

(i) Homicidio  

(ii) Desaparición Forzada 

(iii) Secuestro 

(iv) Tortura 

(v) Delitos sexuales 

(vi) Lesiones personales que generaron discapacidad 

(vii) Lesiones personales que generaron incapacidad superior a 31 días 

(viii) Reclutamiento ilegal de menores; y  



 

(ix) Desplazamiento forzado. 

Asi mismo la unidad indica el tiempo en que las personas victimas pueden acudir a ser 

reconocidas por el Estado cómo víctimas de la siguiente manera (Unidad de Victimas de Colombia, 

2018):  

 Parámetros temporales para la accesibilidad de la medida de compensación: El 

reconocimiento del conflicto armado en Colombia y, en consecuencia, el 

reconocimiento de las víctimas ha exigido que el Estado colombiano asuma un 

compromiso financiero sustancial que supera los 40 mil millones de pesos para 

compensar a todas las víctimas; por lo tanto, a la luz de la existencia de más de 8 

millones de víctimas, la duración de los períodos de espera puede extenderse a varios 

años. Anualmente, de conformidad con el marco de priorización recientemente 

establecido por la Dependencia, se avanzará en la asignación de la medida de 

compensación administrativa a un número específico de personas, en función de los 

recursos fiscales disponibles para cada período.  

Finalmente, esta investigación hace un análisis de cómo ha sido la evolución de los medios 

de reparación del Estado, en la medida en que entender este proceso permite evidenciar los avances 

normativos, jurisprudenciales e institucionales en la garantía de los derechos de las víctimas. Este 

análisis resulta fundamental, ya que permite identificar cómo el Estado ha transformado sus 

mecanismos de respuesta frente al daño causado, pasando de esquemas limitados y tradicionales 

de compensación económica, hacia enfoques más amplios e integrales que buscan restablecer la 

dignidad de las víctimas, reconocer su sufrimiento, y prevenir la repetición de los hechos. Así, se 

comprende no solo el desarrollo histórico de las herramientas jurídicas, sino también los retos 

actuales en la implementación efectiva de medidas de justicia, verdad y reparación. 



 

Para ello, es relevante visualizar la matriz de evolución de medios de reparación en 

Colombia, como se muestra a continuación en la figura 13: 

Figura 13. Matriz de evolución de medios de reparación en Colombia 

Figura 13 

Matriz de evolución de medios de reparación en Colombia 
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Medios de reparación aplicados en los municipios de Socha y Chita, de la Provincia de 

Valderrama en el Departamento de Boyacá – Colombia por actos terroristas en los años 

1996 y 2003 

 

La evolución de los medios de reparación en Colombia ha estado marcada por el desarrollo 

normativo, jurisprudencial e institucional en materia de responsabilidad del Estado y la protección 

de los derechos de las víctimas.  

Como se evidencio en el desarrollo de este trabajo investigativo, a lo largo del tiempo, el 

país ha transitado desde enfoques más restrictivos hacia modelos que reconocen de manera más 

amplia el derecho a la reparación integral.   

Desde ello, en sus inicios, el derecho colombiano se fundamentaba en la doctrina de la 

inmunidad del Estado, lo que implicaba que este no era responsable de los daños causados a los 

ciudadanos en el ejercicio de sus funciones, esta postura derivaba de la concepción clásica del 

Estado soberano, donde la administración pública estaba prácticamente exenta de responsabilidad. 

Sin embargo, a medida que el derecho administrativo evolucionó y los efectos del derecho 

comparado se afianzaron, la noción de que el Estado se enfrentaba a una responsabilidad financiera 



 

por los daños infligidos durante el desempeño de sus funciones comenzó a reconocerse, 

dependiendo de la insuficiencia del servicio prestado. 

De esta manera, a medida que el modelo del Estado Social de Derecho se afianzó con 

firmeza mediante la Constitución de 1991, el alcance de la responsabilidad del Estado en Colombia 

experimentó una expansión considerable, lo que llevó al reconocimiento de que las medidas 

reparadoras deben proporcionarse no solo en casos de insuficiencia del servicio, sino también en 

circunstancias que impliquen un daño especial y un riesgo excepcional.  

Este desarrollo se vio reflejado en la jurisprudencia del Consejo de Estado, que estableció 

que el Estado debía responder incluso cuando no existía una falla administrativa, siempre que la 

víctima hubiera sufrido un daño grave derivado de una acción legítima del Estado.   

Dicha evolución permitió que se fortalecieran los mecanismos de reparación patrimonial, 

dando lugar a indemnizaciones por perjuicios materiales e inmateriales y a su vez, se crearon 

figuras como la acción de reparación directa, que permitía a los ciudadanos demandar al Estado 

cuando sufrían daños atribuibles a su actuación.   

Sin embargo, con la implementación de la Ley 975 sobre Justicia y Paz (Congreso de 

Colombia, 2005) y, posteriormente, la Ley 1448 relativa a las víctimas y la restitución de tierras 

(Congreso de la República, 2011), el paradigma de la reparación ha pasado a ser un marco más 

amplio e inclusivo, ya que estas medidas legislativas instituyeron distintos mecanismos para la 

reparación de las víctimas del conflicto armado, que abarcan medidas de restitución, 

compensación, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. 

En esta coyuntura, es imperativo subrayar que, en relación con la Ley 975 de 2005, el 

objetivo principal es reintegrar a las personas asociadas a los grupos armados organizados, 

facilitando así tanto las iniciativas de paz como la reintegración individual o colectiva a la sociedad 



 

civil. En efecto, esto sirve para proteger a las víctimas de las lesiones directas que han sufrido, que 

abarcan daños físicos, patrimoniales y/o psicológicos. 

Asi mismo indica cual es la responsabilidad del estado y que esta debe ser comprobada a 

través de las diferentes investigaciones y en caso de llegar a comprobarse su falla se deberá acudir 

a la reparación buscando que se generen un resarcimiento compensando moralmente los daños 

ocasionados y volviendo a que la afectación se compense con situaciones similares a la que estaba 

viviendo la víctima. 

Uno de los avances más significativos fue el reconocimiento del derecho de las víctimas a 

recibir reparaciones, independientemente de que se iniciaran procedimientos legales contra los 

infractores, lo que significó una transición hacia un paradigma más seguro. Además, se formalizó 

la creación de la Unidad de Víctimas, que se encarga de coordinar y ejecutar las iniciativas de 

reparación.  

A nivel judicial, la Corte Constitucional ha jugado un papel clave en el fortalecimiento de 

estos derechos, emitiendo sentencias que han obligado al Estado a adoptar medidas más efectivas 

para garantizar la reparación de las víctimas del conflicto y de la violencia estatal.   

Tras delinear este marco general, en relación con la evolución particular de la 

responsabilidad estatal por actos de terrorismo en Colombia, se puede afirmar institucionalmente 

se han sufrido transformaciones persistentes, respaldadas por las diversas posturas adoptadas en el 

contexto jurisprudencial, hasta el punto de que, basándose en el continuo discurso académico sobre 

los elementos fundamentales que sustentan la afirmación de la responsabilidad por parte del 

Estado, se introdujeron modificaciones significativas dentro de la institución y sus componentes 

constitutivos. 



 

De ahí como se evidencio en los casos estudiados los medios de reparación aplicados en el 

municipio de Socha y Chita en los años 1996 y 2003 han permitido ver su aplicación de la siguiente 

manera: 

En el contexto del municipio de Socha, se distinguen dos escenarios ilustrativos en relación 

con la implementación de medidas reparadoras. La primera se refiere al Sr. Pedro Elías Niño 

Estupiñán, quien recibió una indemnización monetaria del Estado, cuantificada según el nivel del 

salario mínimo, como medio de reparación por las lesiones sufridas. Esta forma de reparación 

significa el reconocimiento institucional del daño infligido y la ejecución eficaz de los marcos 

legalmente establecidos. Por el contrario, la situación del Sr. César Tulio Carvajal pone de relieve 

un descuido notable: a pesar de su condición de víctima del atentado con coche bomba en el parque 

principal de Socha, no ha obtenido ningún tipo de compensación financiera o reparación simbólica, 

a pesar de que se ha iniciado un proceso ante la Jurisdicción Especial para la Paz - JEP, sin que 

hasta la fecha se hayan obtenido resultados tangibles en relación con las reparaciones o las 

garantías de que no se repetirá. 

Estos casos subrayan la incongruencia en la aplicación de las medidas correctivas, incluso 

en jurisdicciones idénticas y circunstancias comparables. La restitución otorgada al Sr. Niño 

Estupiñán implica un nivel superior de alineación entre el reconocimiento de los hechos, la 

asignación de la responsabilidad estatal y la creación de marcos compensatorios. Por el contrario, 

la falta de intervenciones en la situación del Sr. Carvajal indica la existencia de deficiencias 

institucionales que persisten en la ejecución de la justicia transicional, lo que genera una 

percepción de inequidad y ambigüedad entre las víctimas, que con frecuencia no están informadas 

sobre el estado de sus procedimientos legales o encuentran obstáculos en su búsqueda de justicia. 



 

Además, estas disparidades subrayan los importantes desafíos que enfrenta el Estado 

colombiano para establecer una política reparadora cohesiva, equitativa y territorialmente efectiva. 

La ausencia de respuestas coordinadas no solo disminuye la eficacia del sistema, sino que también 

socava la credibilidad de las instituciones en lo que respecta a la percepción de las comunidades 

afectadas. Es imperativo avanzar hacia un modelo que garantice la aprobación de los criterios para 

reconocer el daño e implementar mecanismos de reparación, garantizando así que todas las 

víctimas reciban un trato digno y equitativo, acorde con sus circunstancias y las lesiones sufridas, 

sin que la accesibilidad de las reparaciones dependa de variables ajenas, como la prominencia del 

caso o la influencia de los medios de comunicación. 

En el contexto de Chita, esto ejemplifica un fenómeno que se observa con frecuencia en 

las regiones rurales o marginadas, donde las repercusiones del conflicto armado fueron 

significativas, pero la respuesta institucional siguió siendo inadecuada. Las medidas reparadoras 

inconexas e insuficientes han demostrado ser ineficaces para restablecer los derechos o abordar 

los daños éticos y materiales infligidos. En consecuencia, es imperativo que el Estado reevalúe su 

estrategia territorial en materia de reparación, fomentando una participación institucional más 

sólida en las zonas históricamente abandonadas, con iniciativas que incorporen a las víctimas como 

partes interesadas clave en la formulación y ejecución de intervenciones que se adapten a sus 

distintas circunstancias y requisitos específicos. 

 

Medios de reparación aplicados en los municipios de Socha y Chita, Provincia de 

Valderrama – Boyacá (1996 y 2003) 

 



 

Como se demostró a lo largo de esta investigación académica, la progresión del marco de 

reparación en Colombia ha pasado de un paradigma exclusivo a uno más inclusivo, integrando 

medidas financieras y no financieras, que se han establecido a través de avances jurisprudenciales, 

regulatorios y administrativos. 

Esta metamorfosis ha facilitado el reconocimiento del derecho a la reparación 

independientemente de una condena penal previa, junto con la ejecución de políticas públicas 

diseñadas para restaurar los derechos y la dignidad de las víctimas. 

En este contexto general, es imperativo investigar cómo se materializaron estos cambios 

en los municipios de Socha y Chita durante los años 1996 y 2003, cuando estos lugares fueron 

objeto de actos de terrorismo cometidos por grupos armados ilegales. 

En el contexto del municipio de Socha, un caso judicial particularmente ilustrativo fue el 

iniciado por la familia del Sr. Pedro Elías Niño Estupiñán, quien trágicamente perdió la vida como 

resultado de un ataque con explosivos perpetrado por el ELN en las cercanías del parque central. 

La postura jurisprudencial del Consejo de Estado postulaba que el Estado debía asumir la 

responsabilidad en virtud del principio del riesgo excepcional, dado que la víctima estaba situada 

en una zona caracterizada por la presencia militar y carecía de advertencias o garantías de 

seguridad adecuadas por parte de las autoridades gubernamentales (Consejo de Estado, Sección 

Tercera, 2008).  

Como consecuencia de esta decisión judicial, se reconoció una reparación financiera 

proporcional a los múltiples casos del salario mínimo legal mensual vigente, que posteriormente 

se designó a los miembros de la familia como compensación por la angustia psicológica, la pérdida 

de ingresos y el deterioro de la calidad de vida en relación con sus circunstancias. Este caso 

particular surgió como un precedente importante en el ámbito de las reparaciones asociadas a actos 



 

de terrorismo, lo que ilustra cómo las sentencias judiciales han logrado actualizar parcialmente el 

derecho a una reparación integral en las zonas rurales que históricamente han estado marginadas 

por el Estado. 

Por el contrario, el desafortunado incidente que involucró al Sr. César Tulio Carvajal, 

víctima de un atentado con coche bomba en Socha, no recibió reparación administrativa ni judicial, 

a pesar de la presentación de numerosas quejas y peticiones. El examen del expediente indica que, 

a pesar de la existencia de daños materiales considerables y de una evidente angustia psicológica, 

no se ha delineado un marco definitivo para la asistencia institucional o el reconocimiento legal. 

Este caso concreto ejemplifica una de las deficiencias estructurales más pronunciadas del sistema: 

la ausencia de mecanismos efectivos de reparación cuando no se dispone de apoyo legal o cuando 

las vías institucionales adecuadas permanecen inactivas. 

La JEP, de conformidad con su mandato restaurativo, ha incorporado referencias a esos 

incidentes no reparados en sus informes preliminares, con lo que ha abogado por la adopción de 

medidas simbólicas y de base comunitaria para que no se repitan; sin embargo, no se ha otorgado 

ninguna reparación formal. 

En el contexto del municipio de Chita, a pesar de la ausencia de sentencias judiciales 

ampliamente divulgadas similares a las observadas en el caso Socha, existen testimonios 

documentados por el Centro Nacional de Memoria Histórica (2021) que se refieren a ataques a la 

infraestructura pública y a la intimidación sistemática de líderes comunitarios, lo que, en 

consecuencia, resultó en el desplazamiento forzado, la pérdida de propiedades y la fragmentación 

del tejido comunal. En estos casos, las personas afectadas se integraron en el Registro Unificado 

de Víctimas - RUV, lo que facilitó su acceso a la asistencia humanitaria básica y a los programas 

de regreso o reasentamiento. 



 

No obstante, la implementación de medidas reparadoras simbólicas y psicosociales ha sido 

esporádica y, en muchos casos, se ha limitado a intervenciones específicas sin un seguimiento 

exhaustivo. La falta de representación legal y la falta de procesos judiciales eficientes han hecho 

que muchas víctimas de Chita sean imperceptibles en el marco de la justicia restaurativa. 

Por lo tanto, estos compromisos resultaron inadecuados a la luz de la naturaleza extensa 

del daño infligido, ya que, en la mayoría de los casos, los mecanismos de restitución simbólica, 

incluidas las iniciativas de conmemoración, los procesos de rehabilitación emocional o la 

asistencia psicosocial, no se han garantizado de manera holística o sostenida a lo largo del tiempo, 

lo que indica que la ausencia de marcos institucionales sólidos en este ámbito, agravada por el 

acceso limitado a un abogado especializado, ha relegado a las víctimas a un estado de marginación 

dentro de la reparación sistema activo establecido para su beneficio. Esto no solo agrava su 

angustia, sino que también socava la confianza de la comunidad en las garantías de la justicia 

proporcionada por el estado. 

Estos exámenes indican que, a pesar de que el marco jurídico colombiano abarca una 

amplia gama de medidas reparadoras, su implementación práctica en las regiones más afectadas 

por la violencia depende en gran medida de la movilización de vías institucionales, la 

disponibilidad de asistencia legal y la determinación política a nivel local y nacional. 

En municipios como Socha y Chita, donde las manifestaciones violentas del conflicto han 

dejado marcas indelebles, las reparaciones se han caracterizado por la parcialidad, la incoherencia 

y, en muchos casos, la insuficiencia para garantizar la restauración genuina de los derechos 

infringidos. Esta circunstancia imperante subraya la necesidad imperiosa de hacer la transición 

hacia marcos de reparación más basados en el contexto, participativos y centrados en las víctimas, 

a fin de que el Estado pueda cumplir adecuadamente con sus responsabilidades constitucionales. 



 

En consecuencia, el examen de las modalidades de reparación implementadas en los 

municipios de Socha y Chita pone de manifiesto una importante disparidad territorial en la 

salvaguardia efectiva de los derechos de las víctimas del conflicto armado. 

A pesar de la consolidación de principios en la jurisprudencia del Consejo de Estado, como 

la responsabilidad estatal por el riesgo excepcional y la deficiencia del servicio, y de la existencia 

de un marco regulatorio integral que incluye instrumentos como la Ley 1448 de 2011, persisten 

los desafíos. 

En el caso de Socha, el reconocimiento judicial del daño sufrido facilitó la provisión de 

una compensación monetaria para la familia de Pedro Elías Niño Estupiñán, lo que demuestra que 

cuando se utilizan mecanismos institucionales respaldados por marcos legales, las víctimas pueden 

obtener un mínimo de justicia y restitución. 

Por el contrario, la disparidad con el caso de César Tulio Carvajal, quien no recibió ningún 

tipo de reparación a pesar de haber sido objeto de una agresión, subraya las insuficientes garantías 

de un acceso genuino y equitativo a la justicia. Esta situación se aplica de manera similar en Chita, 

donde las iniciativas implementadas fueron predominantemente de carácter asistencial y no 

abarcaron el alcance integral de la reparación delineado dentro de los parámetros constitucionales 

y legales. 

Con el fin de sintetizar los principales hallazgos de esta investigación respecto a los medios 

de reparación aplicados en los municipios de Socha y Chita, se ha construido un cuadro 

comparativo que permite visualizar las diferencias, similitudes y particularidades en cuanto al 

acceso, implementación y efectividad de las medidas adoptadas por el Estado colombiano frente a 

las víctimas de actos terroristas ocurridos entre 1996 y 2003. Este ejercicio analítico facilita una 



 

lectura crítica del alcance real de las políticas de reparación en contextos territoriales rurales, 

históricamente excluidos del foco institucional. 

 

Tabla 2 Tabla 2. Cuadro comparativo – Medios de reparación aplicados en Socha y Chita 

Cuadro comparativo – Medios de reparación aplicados en Socha y Chita 

Categoría Socha Chita 

Medio de 

Reparación 

Pedro Elías Niño Estupiñán y César Tulio 

Carvajal 

Víctimas anónimas incluidas en el RUV 

Caso con 

reparación 

efectiva 

Pedro Elías Niño Estupiñán 

(indemnización pecuniaria reconocida por 

el Consejo de Estado) 

Víctimas que accedieron a asistencia 

humanitaria mínima 

Caso sin 

reparación 

efectiva 

César Tulio Carvajal (sin compensación 

formal, solo mención en informes JEP) 

Gran mayoría sin representación judicial 

ni reparación efectiva 

Tipo de 

reparación 

aplicada 

Indemnización pecuniaria por daño moral, 

lucro cesante y daño a la vida en relación 

Asistencia humanitaria, retorno o 

reubicación. Reparación simbólica 

intermitente 

Limitaciones del 

proceso 

Falta de activación institucional en casos 

sin acompañamiento jurídico. Desigualdad 

en acceso 

Ausencia de institucionalidad y 

representación jurídica. Invisibilización 

dentro del sistema 

Nota: Esta tabla muestra el esquema básico de cuadro comparativo de los medios de reparación 

aplicados en Socha y Chita. Elaboración propia. 

 

Tabla 3 Tabla 3. Cuadro de relevancias – Hallazgos claves del análisis 



 

Cuadro de relevancias – Hallazgos claves del análisis 

Aspecto Relevante Hallazgos 

Aplicación concreta de medidas 

de reparación 

Solo en Socha se registró un caso con indemnización judicial 

efectiva 

Acceso a mecanismos 

institucionales 

La falta de activación institucional afectó gravemente el 

acceso a la reparación en ambos municipios 

Reconocimiento de la 

jurisprudencia 

El Consejo de Estado reconoció el riesgo excepcional en un 

caso, estableciendo precedente 

Desigualdad territorial en 

garantía de derechos 

Socha tuvo más visibilidad judicial; Chita permaneció 

marginada e invisibilizada 

Rol del acompañamiento 

jurídico 

El acceso a justicia y reparación depende del acompañamiento 

legal oportuno y continuo 

Nota: Esta tabla muestra un Cuadro de relevancias de los hallazgos claves del análisis. Elaboración 

propia. 

 

Como lo demuestran los datos presentados en las tablas, el municipio de Socha ejemplifica 

un caso notable que logró una reparación judicial efectiva, una hazaña que fue posible gracias a la 

pronta activación de las vías legales y al reconocimiento jurisprudencial de la responsabilidad 

estatal basado en el criterio de riesgo excepcional. 

Por el contrario, existe una yuxtaposición significativa dentro de la misma región: otro 

caso, caracterizado por una participación análoga, no logró garantizar medidas restaurativas, lo 

que subraya que la mera condición de víctima no garantiza intrínsecamente el acceso a los 

mecanismos de reparación en ausencia de apoyo institucional o legal. 



 

Este contraste, más que representar un incidente aislado, subraya una de las deficiencias 

estructurales más críticas inherentes al marco de la justicia restaurativa en Colombia. 

Ahora bien, en cuanto al municipio de Chita, el cuadro muestra que las medidas 

implementadas se concentraron en acciones asistenciales mínimas, como el registro en el RUV y 

la entrega de ayudas humanitarias.  

Sin embargo, la falta de decisiones judiciales visibles y la ausencia de rutas consolidadas 

de reparación simbólica o psicosocial con enfoque territorial contribuyeron a mantener a las 

víctimas en condiciones de invisibilidad jurídica.  

En este contexto, las obras de arte brindan una oportunidad para reflexionar sobre el 

imperativo de formular amplios marcos de monitoreo, caracterizados por una mayor participación 

institucional y estrategias diversificadas que reconozcan los matices específicos de los daños 

sufridos por las comunidades en regiones rurales como Socha y Chita, donde el concepto de 

reparación debe percibirse no solo como una restitución financiera, sino como un proceso inclusivo 

de restauración social, emocional y colectiva. 

La incongruencia entre los marcos regulatorios y su ejecución real suscita importantes 

investigaciones sobre el compromiso del Estado de defender los principios de verdad, justicia, 

reparación y no repetición en todas las regiones. La centralización de las instituciones, las vías de 

acceso inadecuadas y el insuficiente apoyo legal han mantenido condiciones de impunidad tanto 

simbólica como material, que afectan especialmente a las personas que carecen de los recursos o 

los conocimientos necesarios para interactuar con el sistema de manera efectiva. 

En conclusión, los mecanismos de reparación empleados en Socha y Chita muestran 

avances notables en los marcos regulatorios y el desarrollo jurisprudencial; sin embargo, también 

revelan restricciones estructurales inherentes a su ejecución territorial. La existencia de sentencias 



 

judiciales que ordenan la indemnización, junto con el reconocimiento institucional de la necesidad 

de una reparación integral, constituyen un progreso significativo. Sin embargo, es indiscutible que 

las deficiencias en materia de equidad, continuidad y coordinación entre las entidades responsables 

han reducido su impacto sustantivo. Así lo demuestra el análisis comparativo de los mecanismos 

de reparación empleados en Socha y Chita durante los años especificados, que demuestra que, si 

bien el marco regulatorio colombiano para la reparación integral ha logrado avances considerables, 

su aplicación práctica sigue siendo obstaculizada por disparidades territoriales profundamente 

arraigadas. 

Estas discrepancias no solo significan una deficiencia en la capacidad institucional en las 

regiones periféricas, sino que también ponen de relieve la obligación histórica del Estado con las 

comunidades que han soportado en silencio las cargas del conflicto armado. 

En escenarios similares a los descritos por Socha y Chita, los conceptos de justicia y 

reparación no deben considerarse como resultados arbitrarios de una intervención legal o una 

intención institucional, sino más bien como derechos garantizados de manera uniforme a todas las 

víctimas, independientemente de sus circunstancias geográficas o del grado de visibilidad pública 

que posean. 

En este contexto, es imperativo establecer un marco reparador que trascienda los meros 

parámetros administrativos o judiciales y, al mismo tiempo, tenga en cuenta las realidades sociales 

y emocionales que enfrentan las comunidades afectadas. Un enfoque integral de la reparación debe 

percibirse como un proceso dinámico, duradero y fundamentalmente humano que no solo aborda 

el daño infligido, sino que también desempeña un papel activo en la restauración de la dignidad, 

la revitalización de la cohesión comunitaria y el restablecimiento de la confianza en el Estado. 

Solo a través de este paradigma los compromisos constitucionales con la verdad, la justicia, la 



 

reparación y la no repetición pueden manifestarse como una realidad concreta en todas las regiones 

de Colombia. 

Por todo lo mencionado hasta este punto, es urgente que el Estado colombiano refuerce su 

presencia en territorios históricamente marginados como la provincia de Valderrama, fortaleciendo 

las capacidades institucionales locales, garantizando el acceso efectivo a la justicia y promoviendo 

un enfoque diferencial que tenga en cuenta las particularidades socioculturales y económicas de 

las víctimas. Solo así será posible avanzar hacia una reparación realmente transformadora, que no 

solo indemnice el pasado, sino que restablezca la dignidad de las víctimas y contribuya a la 

reconstrucción del tejido social. 

 

 

 

 

  



 

Conclusiones y aporte 

 

Es imperativo reconocer que la lucha interna que actualmente enfrenta Colombia ha 

persistido durante mucho tiempo y, a lo largo de este arduo viaje hacia la paz, la población civil, 

en numerosas ocasiones, ha sido objeto de violaciones perpetradas por entidades que operan fuera 

del marco legal. 

Desde dicho punto, es importante resaltar que en el contexto de la nación, el prolongado 

conflicto armado ha transformado drásticamente la realidad de las personas afectadas por la 

violencia, y el departamento de Boyacá no ha permanecido ajeno a esta situación. Este fenómeno 

es uno de los determinantes que hacen que la caracterización persistente de esta región como 

“Boyacá un remanso de paz” sea una manifestación de un importante malentendido con respecto 

a las experiencias vividas y las narrativas de quienes han sufrido sucesivas oleadas de violencia en 

sus municipios, junto con la evidente falta de una intervención genuina del estado en los asuntos 

relacionados con la restitución y la rehabilitación. 

En este sentido, el estado se ha visto obligado a proporcionar reparaciones a las víctimas y 

sus familias que han sufrido como consecuencia de esta agitación interna, en consecuencia, la 

constitución política delinea explícitamente, en una de sus disposiciones, las obligaciones del 

estado en relación con tales actos que pueden provocar víctimas humanas entre terceros no 

involucrados en este conflicto. 

Por esto, en cuanto a los pronunciamientos judiciales relacionados con la responsabilidad 

del Estado frente a los hechos generados en la provincia de Valderrama, Departamento De Boyacá 

entre Los Años 1996 al 2003, es aspecto de resaltar, que por motivos impulsados a través de las 

agencias militares y policiales, la nación debe emprender acciones mesuradas y juiciosas a fin de 



 

proteger a la población, lo que constituye un componente fundamental de los esfuerzos del estado 

para aliviar estos desafortunados acontecimientos, dado que, si se descuidan tales acciones, será 

necesario rectificar las ramificaciones que surjan de la omisión o la intervención excesiva del 

estado. 

Ahora bien, en cuanto a los tipos y clases de indemnización que ha venido creando la 

jurisprudencia para la reparación de los daños ocasionados a las víctimas a causa de hechos 

terroristas, puede destacarse entonces que con el desarrollo jurisprudencial logrado en las 

sentencias del Consejo de Estado, se incorporaron al ordenamiento jurídico colombiano los 

estándares en materia de protección y reparación establecidos en los tratados sobre Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, que a su vez han tenido grandes avances en la 

jurisprudencia de Tribunales como la Corte Interamericana, creando un bloque fuerte en materia 

de responsabilidad estatal al servicio de los individuos. 

Pero, a pesar de los avances evidenciados en esta monografía la implementación de los 

mecanismos de reparación en Colombia ha enfrentado serias dificultades como lo son: 

 Falta de recursos y demoras en la indemnización: Muchas víctimas han enfrentado 

largos tiempos de espera para recibir compensaciones económicas. 

 Negación de la reparación por extemporaneidad: Como se ha denunciado en varios 

casos, el Estado ha rechazado solicitudes de reparación argumentando el paso del 

tiempo. 

 Baja restitución de tierras: Aunque la Ley 1448 de 2011 buscaba restituir los predios 

despojados, los resultados han sido limitados debido a factores como la violencia 

persistente en ciertas regiones.   



 

 Débil implementación de garantías de no repetición: Las medidas para evitar la 

repetición de violaciones a los derechos humanos han sido insuficientes, lo que 

compromete la confianza en el sistema de reparación.   

Desde ello, la evolución de los medios de reparación en Colombia ha pasado de un modelo 

restrictivo basado en la inmunidad del Estado a uno más amplio que reconoce el derecho de las 

víctimas a una reparación integral.  

Sin embargo, la efectividad de estos mecanismos sigue siendo un reto, ya que la falta de 

implementación adecuada y las barreras burocráticas han limitado el acceso a la justicia y la 

reparación real para muchas víctimas, siendo necesario seguir fortaleciendo las políticas públicas 

en esta materia y garantizar que las decisiones judiciales y administrativas en materia de reparación 

se cumplan de manera efectiva. 

Por ello, si bien los servidores públicos son particulares envestidos de la facultad que les 

otorga el estado para administrar, asesorar y acompañar el cumplimiento de las políticas en 

funcionamiento de la administración pública como garante institucional también tiene la 

obligación de proteger el principio de imputabilidad y evitar la falla del servicio que consolida la 

responsabilidad estatal de la conducta estatal. 

Desde dichos puntos, es importante indicar como desde el órgano más alto de la 

jurisdicción contenciosa administrativa se recalca la importancia del principio de inmediatez 

atendiendo a que cada expediente requiere un estudio jurídico minucioso que permita determinar 

si recae en el Estado la responsabilidad. 

Es así que la responsabilidad del estado se debe aplicar cuando el sustento factico y jurídico 

determine el encargo de la nación atendiendo los diversos pronunciamientos que ha realizado 

desde el consejo de estado frente a la imputación que debe recaer y la imputación aplicable, es así 



 

que la responsabilidad patrimonial del estado debe llevar el principio de imputación que dará lugar 

a la indemnización del daño antijuridico soportado en los antecedentes. 

Finalmente esta investigación debe recalcar también la importancia de la población civil 

en la prevención de estos hechos mencionando la importancia de informar ante cualquier citación 

que pueda llegar afectar a la población civil, ya que el terrorismo requiere una estrecha 

colaboración entre el estado y la sociedad, 

Así mismo Colombia ha venido en el proceso de justicia, reparación y reconciliación de las 

víctimas en la búsqueda de armonizar como desafío para el país y así los responsables sean llevados 

ante la jurisdicción penal. 

A partir de las conclusiones desarrolladas, se hace evidente la necesidad de trascender el 

plano del análisis jurídico y social para avanzar hacia la formulación de una propuesta concreta 

que contribuya al fortalecimiento de los mecanismos de reparación integral en Colombia. Esta 

propuesta no solo busca responder a las limitaciones identificadas en la implementación de las 

políticas públicas existentes, sino que pretende aportar elementos prácticos que promuevan una 

intervención estatal más efectiva, transparente y centrada en las víctimas, especialmente en 

contextos históricamente invisibilizados como el de la provincia de Valderrama en Boyacá. En 

este sentido, se presenta a continuación una propuesta estructurada que recoge los aprendizajes de 

esta investigación y apunta hacia la consolidación de un modelo más justo, eficiente y sostenible 

de reparación. 

 

 

 



 

Propuesta estructurada para una reparación efectiva a las víctimas del conflicto armado en 

la provincia de Valderrama, Boyacá (1996–2003) 

 

La reparación efectiva a las víctimas del conflicto armado no puede limitarse a la 

indemnización económica. Requiere un enfoque integral que reconozca el daño sufrido, restituya 

derechos, garantice la no repetición y reconstruya el tejido social. Frente a los hallazgos de esta 

investigación y al marco jurídico colombiano e internacional, se propone un modelo de reparación 

estructurado en cinco dimensiones interrelacionadas: 

1. Reconocimiento simbólico y dignificación de las víctimas: 

Es fundamental que el Estado, en cabeza del gobierno nacional y las autoridades 

territoriales de Boyacá, realicen actos públicos de reconocimiento por las omisiones, excesos y 

fallas institucionales. Este componente debe incluir: 

 Disculpas oficiales públicas emitidas por altos funcionarios del Estado. 

 Memoriales y lugares de la memoria en municipios afectados, con participación activa 

de las víctimas en su diseño (CNMH, 2020). 

 Incorporación de la memoria histórica en los planes educativos locales. 

"La reparación simbólica permite reconocer públicamente el sufrimiento de las víctimas, 

restaurar su dignidad y fortalecer la confianza institucional" (Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos [CIDH], 2019, p. 45). 

2. Reparación material efectiva y priorización territorial: 

A partir de la jurisprudencia del Consejo de Estado (Consejo de Estado, 2021), se propone: 



 

 Un fondo especial de indemnización inmediata para víctimas de la provincia de 

Valderrama que cumplan con criterios de vulnerabilidad y hayan sido excluidas por 

razones de extemporaneidad. 

 Priorización de la inversión pública en infraestructura, salud y educación en los 

municipios más afectados, como parte de un plan integral de desarrollo con enfoque 

reparador (Ley 1448 de 2011). 

 Monitoreo ciudadano y veeduría comunitaria para asegurar la transparencia y eficacia 

en la ejecución. 

"La reparación no se agota en lo judicial; debe integrarse a una estrategia estatal de 

desarrollo local con enfoque de derechos" (Uprimny & Saffon, 2017, p. 212). 

3. Rehabilitación psicosocial comunitaria: 

El trauma colectivo causado por el conflicto requiere estrategias de salud mental 

sostenidas: 

 Creación de centros de atención psicosocial rural con enfoque diferencial (étnico, 

etario y de género). 

 Formación de promotores comunitarios en salud mental para atención inicial y 

prevención. 

 Incorporación de terapias comunitarias y enfoques restaurativos, como círculos de 

palabra, en coordinación con organizaciones sociales. 

"La reparación debe incluir la restauración de la salud mental y emocional de las víctimas, 

con participación activa de sus comunidades" (ONU, 2020). 

4. Justicia restaurativa y garantías de no repetición 

A fin de romper el ciclo de impunidad, se requiere: 



 

 Fortalecimiento de la justicia penal ordinaria para investigar y sancionar a los 

responsables estatales y no estatales de los hechos ocurridos. 

 Implementación local de las medidas de justicia transicional, articuladas con la 

Jurisdicción Especial para la Paz (JEP). 

 Formulación de planes locales de prevención del reclutamiento forzado, violencia 

sexual y desplazamiento, en coordinación con autoridades educativas, policiales y 

sociales. 

"Sin justicia, no puede haber reparación integral ni garantías de no repetición creíbles" 

(Corte IDH, 2016, párr. 98). 

5. Participación activa de las víctimas en el diseño de las medidas 

Las medidas de reparación deben tener un enfoque participativo y territorializado, tal como 

lo establece el principio de centralidad de las víctimas (Ley 1448 de 2011). Se propone: 

 Consejos de víctimas territoriales con funciones deliberativas y vinculantes en 

políticas públicas locales. 

 Fortalecimiento del liderazgo de las mujeres víctimas, especialmente en escenarios 

rurales. 

 Convenios con universidades e instituciones educativas para desarrollar proyectos de 

reconstrucción de la memoria, empoderamiento y veeduría. 

"La participación de las víctimas no es solo un derecho: es una condición necesaria para la 

efectividad y legitimidad de cualquier proceso reparador" (De Greiff, 2015, p. 39). 

Este trabajo de indagación evidencio como la experiencia en la provincia de Valderrama 

demuestra que las víctimas del conflicto armado han soportado una carga desproporcionada de 

violencia, abandono y estigmatización.  



 

Frente a esto, es urgente que el Estado colombiano transite de un enfoque reactivo y 

judicializado hacia un modelo de reparación transformadora, donde el reconocimiento, la justicia, 

la reconstrucción del tejido social y la prevención sean elementos articulados.  

Desde ello, esta propuesta no solo busca subsanar el daño causado, sino también fortalecer 

el contrato social entre el Estado y sus ciudadanos, en especial aquellos que han vivido en carne 

propia las fallas del servicio público y la inacción institucional. 
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